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ce NagiÉadog de la Spaa Corte de Justicia de la Naeíoii: 

Bl suscrito abogado, en el juicio de amparo que promovió 
ante el juzgado 1.^ de Distrito, como defensor del preso Fran» 
oisoo del Moral j sentenciado á sufrir la última pena comosu« 
puesto responsable de los delitos de robo y komicidio del ció» 
dadano francés Pedro Eymin, con el debido respeto dice: que 
siendo el estado del precitado juicio el de revisión, y no ha« 
biendo podido por enfermedad presentar sus alegaciones ante 
el Tribunal de 1.^ instancia viene á cumplir con este deber 
hoy que la Corte se lo permite, pidiendo que la justicia fede- 
ral otorgue el amparo solicitado, en virtud de las razones y 
fundamentos en seguida expuestos. 



At jas prívatam Utet aub tu- 
tela jaría pnblici. 

Baeon, c^fofimnú Ilí» 

La declaración de los derechos del hombre, cuya expre- 
sión se encuentra á la cabeza de tres Constituciones elabora* 
das por la terrible revolución francesa, y que tanto preocupa- 
ra á los políticos, á los grandes pensadores y álos legisladores 
de los últimos^años del pasado siglo; esa declamoióa que fuó 
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objeto de las meditaciones de Sieyés y de Condorcet, de la 
Constituyente, de la Convención Nacional, y de los autores de 
la Constitución directoríal| y que fué inspirada sin duda por 
las ideas de un juicioso filósofo (1) que entrevio el derecho 
para todos^ en los últimos años del siglo décimosétimo; esa 
importantima declaración no vino á figurar en nuestras leyes 
y de una manera imperfecta, sino en nuestra carta de 1812 
en la que se garantizaron los derechos de propiedad partiou. 
lar, de trabajo libre, de seguridad y libertad individual y otros 
derechos no menos importantes. Figura después la declaración 
en el Acta Constitutiva de la Federación, en la que se recono- 
cen también ciertos derechos é igualmente ocupa un lugar en 
la fundamental ley del centrali»mo, que declara en general 
quC/ deben respet/arse los derechos que legítimamente pvdiera 
tener el hombre» Pero como dice un publicista distinguido (2\ 
iimezqumas é incompletas habian sido hasta entonces las garan 
tías otorgadas hasta que se consignó la declaración en las 
<*Bases Orgánicas,ii obra verdaderamente humanitaria y pa** 
triótica, según el mismo autor, pero siempre fué limitada la 
declaración, hasta que para honra dp México se consignó más 
completa que en ninguna otra Carta, en la Constitución Fe- 
dera!, anunciada diez años antes de su publicación por ilus- 
trados legisladores. Fisa solemne declaración está concebida 
en eótos términos; (3) '*El pueblo mexicano reconoce que los 
derechos del hombre son la base y ^ objeto de las institudo' 
nes sociales. En consecuencia declara, que todas las leyes y 
todas las autoridades del pais, deben respetar y sostener las 
garantías que otorga la presente Constitución, n 

Si se arroja una mirada restrospectiva, siquiera sea lije- 
ra, á la historia del importante reconocimiento de nuestros de- 
rechos naturales y se tiene á la vista el artículo trascrito, el 
hombre que vive en México se cree feliz porque se siente li« 
bre, porque se cree al abrigo de toda arbitrariedad, de toda 



1 Locke. "Tratado del Gobierno civil." 

2 Montiel y Duarte. '-'Garantías individuales," página g. 

3 Artículo IP Constitución Federal. ^ 



abuso. T sin embargo, machos casos hay en que las pasiones» 
la ignorancia y la malicia dalas autoridades, producen el vul- 
neramiento de esos preciosos derechos del hombre con exac- 
titud llamados naturales. Cuando se presentan estos casos, el 
-espíritu del hombre libre se rebela y la sociedad se siente 
herida, humillada, sea quien fuere aquel de sus miembros á 
quien se atrepelle injustamente, con mengua de las disposi- 
ciones que los Constituyentes del 67 hicieron grabar en la 
memoria de todos los que viven en este país, y por los que 
serán siempre venerados como grandes benefactores. Y el que 
sufre, el que es víctima del poder, de la autoridad arbitraria, 
busca entonces el medio de que se cumpla la promesa de 
aquellos legisladores que decían haber garantizado los dere- 
chos del hombre, y encuentra la preciosa ley de amparo de 
la que un moderno escritor constitucipnalista dice: (4) "que 
es original, eminentemente humanitaria y que k su calor y 
■á su abrigo viven seguras las garantías, porque protejo al hom- 
bre contra los actos de poderes omnímodos que hieren sin pie 
dad sus derechos.it 

Existe pues, el reconocimiento de los derechos del hom- 
bre que, como dijo un miembro de la asamblea constituyente 
francesa, "ha nacido para ser libre y no se ha sometido al 
régimen de una sociedad política sino para poner sus dere- 
chos naturales bajo la protección de una fuerza comunzn ese 
reconocimiento se ha hecho sin di-ttincion alguna; con perfecta 
igualdad y existe el medio de que la garantía de esos dere*^ 
chos no sea efímera. 

Ahora conviene nabar, cuáles de esos derechos, que como 
cualquiera otro hombre tiene el preso Francisco del Moral han 
sido heridos y porqué autoridades; pues si se pone de ma- 
nifiesto la violación de esos derechos, se ha demostrado que no 
están garantizados y la Justicia federal, que simboliza la fuer- 
za común de la sociedad, está obligada á protejerlos con la 
egida de la ley que ha invocado el preso y en cuya virtud in- 



4 Femando Vega. "Ensayo cientíñco filosófico sobre la nueva 
ley de amparo de garantías ¡ndiv¡duaies,ii pág 3. 



forma este ocurso. Sólo así quedará demostrado que los tri- 
buna les federales están á la altura á que los constituyentes 
quisieron estuvieran los tribunales protectores de los dere* 
ohos que reconoce la Carta fundamental. 

Además, no se trata en el presente juicio de los intereses 
de un hombre aislado que por su posición social pueden apa 
recer poco importantes aunque realmente lo son mucho para 
la causa de la humanidad, sino que se trata de los intereses 
sociales, pues que los derechos que este cuerpo concede al hom- 
bre, están conferidos en interés directo de la misma socie- 
dad; y la influencia que ejercen sobre el desenvolvimiento 
personal de aquello? que de esos derechos gdzan, es un efecto 
de la conexidad que existe entre el interés social y el porso 
nal: es un efecto de las leyes que siguen el desenvolvimiento 
de la sociedad y el del hombre con que se forma ésta. 

La Nación, siendo como es la fuente de todo poder, exije 
que la justicia prevalezca en todas las condiciones del orden 
social, y hoy debe comprobarse más una verdad ya reconof^ 
cida: "que el poder jvdicial federal es el órgano impasible de 
la ley^ que asegura con svs decisiones la soberanía del dere- 
cho,*^ 

Por eso es que podemos estimar como falso aquel conocido 
principio citado por uno de nuestros más respetables publi- 
cistas: (5) iiRien de plus f acile que de declarér les droits de 
rbomme et de l*Etat garantís. Bien plus difficile que de les 
garantir en realité par la constitución des rapports de l'ordre 
social et de pouvoirs publics.ii El quejoso tiene la esperanza 
de poder decir diás tarde: fué tan fácil k nuestros constitu- 
yentes declarar garantizados los derechos del hombre, como 
lo es actualmente hacer patente la garantía de esos derechos» 
por la relación en que están los intereses sociales con los po- 
deres públicos.. 

Nada importa que existan leyes que pugnen con la cons* 
itucion, nada importa que los tribunales inferiores y aun los 
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mas altos en el orden común se propongan hacer pedazos Ii^ 
obra d^l 67; la justicia solicitada en la vía del amparo, por 
defensor del condenado á muerte, se hará para evitar que las 
le pasiones^ que la ignorancia y la arbitrariedad díe algunps 
miembros del poder judicial, arrojen al sepulcro al que no ha 
sido convencido del delito que se le atribuye, al que ha sido 
condenado sin habérsele permitido defenderse con todos los 
medios que la Suprema Ley y la del enjuiciamiento penal le 
coQceden. 

Debiéramos ahorra enumerar y demostrar las violaciones 
que han motivado la queja de amparo presentada en nombre 
de Francisco del Moral; pero como la historia de los hechos 
que ha de referir el suscrito aparecería & primra vista falsa 6 
ezajerada» tales son ellopicree conveniente presentar la com- 
probación de sus acertos/inmediatamente después de haber 
los apuntado, ocurriendo unas veces á las constancias proce- 
sales de por sí elocuentísimas, otras al señalamiento de Ips 
preceptos legales de la ley común que han sido despreciadps 
por los funcionarios que son responsables de la violación de 
garantías individuales que motivan el presente recurso de 
amparo, y después á apreciar esa violación á la luz del de- 
recho conatiucional. 



II 



Apenas tuvo la policía judicial noticia del homicidio de D. 
Pedro Eymin, el Agente del Ministerio Público D. Fernando 
Gómez Puente, recordando que Francsico del Moral habia sido 
algún tiempo antes acusado de robo por D. Pedro Eymin y 
que tenia una cuenta pendiente que saldar, la injuria ó ca- 
lumnia que al mismo Señor Agente hizo del Moral ante el 
jurado que le absolvió y la cual consistió en haber de clara- 
do que existían antiguos rencores entre ambos, preguntó 
á un abogado bien conocido, pariente lejano de del Moral, por 
el domicilio de éste; y como obtuviera los informes que des- 
eaba» ordenó verbalmente la prisión del mismo del Morali la 



cual tuvo efecto, sin que los aprehensores llevaran el manda- 
miento escrito, siquiera fuese del Inspector Qeneral de Policía 
ó de alguno de los Comisarios de este ramo. 

El Juez 1^. de lo criminal, suplente, D. Tomás Eguiluz, á 
quien tocó conocer de este negocio, era íntimo amigo del mis- 
mo señor Agente, y creyendo encontrar una oportunidad 
para colocarse menos pasajeramente en la judicatura instru- 
yendo un célebre proceso; y deseoso por otra parte de coadyu- 
vará la venganzade su amigo, atropello por todo, contando con 
la debilidací de espíritu del Secretario Lie. José Torres Torija, 
persona incapaz de perjudicar á un acusado, si no es proce - 
diendo en virtud de las órdenes de su superior, como sucedió 
en los procesos instruidos contra del Moral¿ el uno por el ho- 
micido de Bymin y el otro, incidente del primero, en virtud 
de la querella del Sr. Lie. Gómez Puente, por la calumnia de 
que este señor fué objeto como dijimos antes. 

Asegurado el éxito deseado, por medio del atropello y de la 
arbitrariedad más extraordinaria en el curso de la inatmcción» 
y con el auxilio de|una audacia infinita en el desarrollo del 
plan que debia producir la muerte del acusado del Moral, so- 
brevino la circunstancia de que llegasen á oidos del Goberna— 
dor del Disrtito, entonces el Lie. Garlos Rivas, y del Presidente 
de la República Gral. Manuel González, el rumor de que del 
Moral estaba siendo victima de abusos incalificables de par- 
te del juez Eguiluz, protejido de ambos funcionarios, fué 
por fin escuchado el preso por el Lie. D. Nicolás Islas y Búa - 
tamante. Secretario del Gobierno del Distrito, enviado ex- 
presamente por el Sr. Lie. Rivas para ese efecto. 

En aquel entonces del Moral estaba comunicado, porque 
habia sido terminado su proceso despties de tres meses y me 
dio durante los cuales se le tuvo en estrecha incomunicación. 

La termin&cion del proceso se debió á. que el Sr. Eguiluz 
desechó la petición del defensor referente k que se le reci - 
bieran pruebas dentro del término legal; á que declaró de 
acuerdo con el Agente, concluido el proceso; y por fia, & que 
habiendo apelado del Moral de este auto, tomó el mismo 
juez defensor Jel nombre delj|SUscrito'y consiguió por esteme- 



dio reprobado, persaadir al acusado á que retirase la apelación 
interpuesta, lo cual sea dicho do pasoí motivó que el Sr. Egui- 
luz fuera retado por el defensor por la ofensa que hizo á su 
honor profesional, atribuyéndole un consentimiento que ja* 
más habría otorgado, porque sabia que se cerraban con él 
las puertas de la defensa para el acusado. De este reto y de 
su causa, tuvo noticia no se sabe por quién el Sr. Islas y Bus- 
tamante, y coadyuvó esta circunstancia á ponerlo al tanto 
de la conducta del Sr. Egniluz, el cual, por medio de sos 
representantes, entre ellos el Sr. Lie. finrique Arroyo, entón* 
ees Agente suplente del Ministerio público y después testigo 
contra del Moral y juez de éste, esquivó el lance que con 
insistencia én nombre del defensor propusieron los Sres. Lie- 
Manuel Lombardo y Coronel Enrique Nigkt. 

Fué á poco separado del juzgado que soñó poseer, el Sr* 
Eguiluz, y lleno de despecho declaró contra del Moral en el 
incidente de calumnia á que antes nes referimos, sobre he' 
chos pertenecientes al proceso que instruyó, es decir, al prO" 
ceso por el homicidio de Eymin, los cuales no juzgó necesario 
hacer constar en él. En consonancia declaró el Sr. Lie. Enri- 
que Arroyo como ya hicimos notar, y también el Sr. Secre- 
tario Torres Torija creyó conveniente certificar la existencia 
de los hechos declarados por su exsuperior, si bien difiriendo 
por un olvido en un detalle, hoy importantísimo. 

El proceso quedó«reservado para verse en jurado hasta 
que se encontró al señor Lie. D. Enrique Arroyo á quien, aca- 
bamos de referirnos, y quien por no volver á la secretaría de 
un juzgado correccional adonde habia vegetado, como vegetan 
muchas otras inteligencias nada comunes, se prestó k ser un 
juez sin par, hoy que el tribunal inquisitorial no existe per- 
mitido por la ley, y se comprometió á todo, hasta al íiltimo 
de los atentados: á sentenciar á muerte á del Moral sin de- 
fensa, ya evitándole presentar las pruebas que se proponía 
^te hacer conocer al jurado, ya sellando con ayuda de la fuer- 
za armada, los labios del defensor que estaba encargado de 
presentar sin embozo á todos los que, bascando el castigo del 
criminal aparentemente, tenían particulares motivos para de- 
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sear un esc&ndalo judicial en el que se reservaban representar 
importantísimo papel. Pero asi oomo la ropa del verdugo des 
pues de una ejecución, siempre aparece manchada como para 
recordarle su alta obra, así las últimas palabras del condenada 
á muerte marchitaron las coronas de aquellos que, coligftdosj 
obtuvieron sin emplear los medios legales, la condenación de 
del Moral. 

Francisco del Moral apeló públicamente de la injuata 
sentencia, y el Sr. Secretario Torres Torija se vio precisado k 
formar una acta no sólo inexacta, sino falsa, y lo que es más, 
trunca en la parte principal, en la que debía contener la in. 
terposicion del recurso de apelación; y aunque el defensor 
promovió la rectificación de esa acta, el juez D. Enrique Arro-^ 
yo no lo permitiiS, preparando así estos señores la deoIáraoioB 
del Superior que en concreto debía de ser ésta: üEI acusado 
consintió la sentencia en que se le impuso la pena capitaUí 

Eleváronse sin embargo los autos al Superior, porque se 
temió un escándalo sin ejemplo en los anales de nuestro foro» 
como sí no fuera bastante notable ya el que se había dado, 
y en la sentencia que se leyó al acusado tres días después de 
haber sido pronunciada y que contenía además de la parte 
resolutiva, la informativa, constaba que se había admitido la 
apela clon, cuya interposición no revelaba el acta como lleva- 
mos dicho, La 2 ^ Sala del Tribunal Superior sustanció el re- 
curso, sin embargo de esta maliciosa irregularidad, conociendo 
de él dos Magistrados recusados con la causa de haber exter- 
nado su opinión públícamefnte, los cuales también negaron 
cuando les pareció oportuno, y con consulta del Sr. Agente 
del Ministerio público D. Fernando Gómez Fuente, la palabra 
al suscrito defensor, viniendo estos mismos Magistrados como 
era lógico esperar, á confirmar la sentencia del inferior, no sin 
que uno de ellos la formara, con acuerdo del mismo señor 
Agente^ quien parecía haber conquistado un ascendiente ex- 
traordinario por medio de la intriga, y del infatigable empeño 
que tomó en preocupar en contra de del Moral al Procurador 
de Justicia, cujo representante presenció impávido los he* 
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chos que pasaron ante el jurado, y ni mismo Seordiario de 
Justicia, á quien se le desfiguraron los hechos para obtener 
de él cierto apoyo eficaz, ocultándole por supuesto los repro- 
bados manejos que en este trabajo quedarán esclarecidos por 
medio de la prueba más completa. 

Se interpone después el recurso de casación y 

parece imposible !! el alto tribunal de quien se esperaba un 
fallo justo y luminoso, declaró que el recurso de apelación 
no se habia interpuesto» ó lo que es lo mismo: que del Moral 
había consentido en que se le privase de la vida, é implíci- 
tamente declaró también, que los Magistrado» de la Sala del 
crimen no hablan sabido cumplir con su deber, qne el Juez 
Arroyo y el secretario Torres Torija (y en ésto si tuvieron 
razón) babiandejado indefenso al procesado, el cual no solo 
habia sido acusado, sino calumniado y ferozmente escarnecido 
por el Lie. Gómez Puente en lo que se llamó ñ\x brillante re* 
qvdsitoria. 

Con la célebre sentencia del tribunal de casación, fina- 
lizó el curioso proceso producido por la horrible trama que 
habia de dar tanta gloria y tanta elevación en el concepto 
público á los que la formaron. 

Hé aquí suscintamente referida la hist^^ria de los hechos 
que han motivado el presente recurso de amparo. 

Veamos ahora si podemos presentar la comprobación de 
éstos. 



III 



Para el mejor orden de este trabajo creemos deber demos- 
trar, primero: los impedimentos que para conocer del proceso 
de Francisco del Moral tuvieron las autoridades que loinstru" 
yeron y !os que tuvieron también las que sentenciaron á este 
acusado: segundo,' demostrar al mismo tiempo los hechos in- 
morales que antes hemos señalado, apuntando los principios 
ó preceptos de las leyes comunes que han sido violados, y 
tercero: demostrar que los impedimentos y hechos referidos, 
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constítujen las violaciones de los artículos 13, 14, 16, 17, 
20, 22 y 23 de la Constitución federal, pues que de estas vio- 
laciones hemos de ocuparnos muy particularmente para tra- 
tar de obtener el amparo de la justicia federal. 

El primer hecho que llama la atención de cualquiera, 
aun del más preocupado en contra de del Moral, es: la inco« 
municacion rigurosa en que le turo el juez Eguiluz, la cual 
duró hasta que la averiguación estuvo concluida, como de- 
mostraremos más adelante. 

Por ahora nos conviene observar que, una vez termi' 
nada la declaración indagatoria, dice el Código de Procedi- 
mientos penales (<) se hará saber al inculpado, etc. y se le 
advertirá que puede nombrar defensor.n Bl mismo Código 
(7) de acuerdo con esta proposición previene que: mLos de»* 
fensores pueden promover sin necesidad de la presencia de 
sus defendidos, las diligencias que creyeren convenientes; p^ro 
en el yercicio de su encargo no contrarían las instruccionea 
que de aquellos hubieren recibido, u 

En el caso, el suscrito fué nombrado defensor por Fran- 
cisco del Moral al principio de la instrucción, en momentos 
en que, por razón de desempeñar en aquel entonces el cargo 
de defensor de oficio, se presentó en el juzgado instructor 
precisamente cuando se practicaba una diligencia con del 
Moral, su inquisitiva, por cuyo motivo se encontraba éste en 
la reja del mismo juzgado. Después de este nombramiento 
habló el acusado con el defensor dos veces, pero en presencia 
del juez por que así lo exigió é^to, por lo cual ninguna ins- 
trucción pudo recibir del mismo acusado; y como hiciere ob- 
servación á este respecto el suscrito, proporcionó á del Mo- 
ral el juez Eguiluz persorudmente, recado de escribir para 
que pudiera comunicarse con el mismo defensor. 

Del Moral escribió, pero el juez se apoderó de lo escrito 
por éste. 

La demostración de estos hechos es sencilla; se obtiene 



6 artículo 161. 

7 artículo 165. 



no solo por las constancias procesales relativas á la incomu- 
nicación del acasado{y levantamiento de este entredicho, que 
son una perfecta comprobación del hecho y las cuales tras- 
ladaremos en breve á este ocurso, sino por la declaración del 
testigo Lie. José Torres Torija, Giecretario del juzgado ins- 
tructor, cuando contesta á la pregunta décima del inter- 
rogatorio que corre á fojas 19 del cuaderno de prueba de 
del Moral, en estos autos. Dice: »que es cierto que el juez, 
á pedimento de del Moral durcmte la instrucción y en tiem' 
po en que se encontraba incomunicado% le proporcionó 
papel, tinta y pluma para comunicarse éon su defen* 
sor; que también es cierto que con un empleado de la ai- 
caidia envió los apv/ntes que recibió el juez; pero que ig- 
nora completamente su contenido, pues no se impuso de 
ellos,,, *.u 

Ahora bien, cómo pudo el defensor promover algo favo- 
rable al acusado, si no reeibia como no recibió instrucción al*< 
guna de éste durante todo el tiempo que tardd la averigua* 
eion? 

¿Se ve alguna justificación en este manejo? ¿Puede si** 
quiera sospecharse que el juez Eguiluz tuviera algún res- 
peto á la ley común ó á la Suprema ley? ¿El acto de impedir 
al acusado hasta la comunicación con la persona de su con- 
fianza, no implica un atentado contra el natural derecho de 
defensa? ¿No se ve también el temor que abrigaba el juez, 
de que sus manejos fueran conocidos por el defensor, por el 
público, y más que por éste por el Procurador de Justicia y 
por el Tribunal Superior que en aquel entonces sin preocu- 
pación alguna, pudiera haberlos corregido? 

Con la inusitada incomunicación de del Mora), también 
se le privó nde asistir por si ó por medio de su defensor á 
todos los actos de la instrucción que se practicaron después 
de la declaración indagatoria^ como lo permite el citado 
Código (8) y de interponer la revocación ó la apelación k 
ciertas determinaciones, y aun de exigir la responsabilidad 



8 artículo 167. 



at' juez ó al s^eretario, ete.» etc. Bs decir, se le privó de TO 

906 LOS DBRBOHOS Y DB TODOS LOS BBCUBSOS. 

£1 juez DO quiso obedecer más ley que la de sus opinio- 
nes, y dejó indefenso desde esa época al acusado, á quien 
condenó al tormento de Xa incomunicación como bemos di- 
^0 ya. 

Los enumerados medios que empleó el Se. Eguiluz baa- 
toa para caknilaír de cuánto habría sido capaz si hubiese lie- 
imlo el proceso ante el jurado^ y bastan también para pro- 
ínut que una causa impeiáosa le impulsaba á él, joven aun, á 
Mtfniaar por el odioso sendero de la arbitrariedad y á des- 
oobrtr la pan^cmUdad má» repugnante, y hasta el odio hacia 
el acnsadOé Sólo una pasión puede obligar í un juez k pre- 
fnrar con la más fria preme<Utacion la sentencia de muerte 
del acusado á quien está juzgando. Y el juez que de tal ma- 
nera procede, ¿conserva su jurisdicción 6 el poder de juzgar 
que le confiere la ley? ¿Es el juez común creado é investido 
de facultades para juzgar y sentenciar sin que haya más 
recurso contra sus abusos que el de responsabilidad, que no 
le puede exijir aquel á quien manda matar, como habria su- 
cedido si se hubiera ejecutado el fallo del juez Arroyo? Se- 
guramente no. Porque la misma ley impone el deber á los 
jueces de apartarse, de abandonar el conocimiento de un ne- 
gocio, en el que no tienen capacidad ni imparcialidad para 
ju^ar, circunstancias sin las cuales no se puede administrar 
cumplida justicia como quieren las leyes y exije la moral. 

El Código de Procedimientos Penales que hemos venido 
citando y en el que ciertas disposiciones, sea dicho de paso, son 
de algún modo contrarias í las de la Carta fundamental, no 
concede recurso práctico conveniente para cerrar las puertas 
á los abusos de que venimos haciendo referencia. En una pa- 
labra, no proteje al acusado como lo proteje la Constitución 
federal, porque los legisladores del Código, no creyeron que 
pudiera presentarse un caso como el presente, bajo- nuestras 
tutelares y libérrimas instituciones. 

La incomunicación de del Moral ha sido la llave poderosa 
que para contar con un seguro triunfo manejaron dos abo- 
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gados, de los cuales uno, el acusador público goza de gran 
fama> y el otro, el que fué juez, menos afortunadói descendió 
al sepulcro sin haberla usurpado con este célebre proceso. 

Dos pruebas irrecusables, como todas las que sirven dé 
apoyo al alegante, hay para demostrar el acuerdo de esos dos 
señores, que tuvo por objeto abusar de su posición imponien* 
do el tortnento de la incomunicación al acusado de un atroz 
delito; el pedimento del Representante del Ministerio publico 
y el auto del juez. El primero dice: "(7. Juez: El Representante 
del Ministerio público dÍGe\ que conform^e al art. SSl del Có» 
digo dé Procedimientos Penales» la incomunicación de un 
acusado depende absolutamente del arbitrio del juez, sin 
que en contra se dé algún recurso; levantarla pues, es ta*m,' 
bien una facultad discrecional que sólo el juez puede esti* 
líYvar, sin que las partes tengan el derecho de exigirle use 
de ella. No obstante^ como la instrucción está concluida, pue* 
de comunicarse al procesado del Moral desde el momento 
en que el auto en que asi se decrete esté ejecíiUoriado y atfi 
pide el suscrito que se haga, — México, Julio ^29 de ISS^,,-^ 
PuentCi* El segundo, más elocuente^ est& concebido asi: *^En 
trece del mismo Agosto el G, Juez, teniendo en consideración 
que según consta del auto pronunciado en la causa prin- 
cipal, se ha declarado ejecutoriado el auto en el que se dio 
por concluida la instrucción en virtud del desistimiento 
de del Moral, que en concepto del que suscribe ya no hay 
"motivo para prolongar su incomunicación, determinó^ de 
conformidad con lo pedido por el Ministerio público y con 
fundamento en el art, 287 del Código de Procedimientos 
Penales, que se levante la incomunicación impuesta al pro- 
cesado Francisco del Moral, y firmó, — Doy fé.» 

Ahora bien. E^tas constancias no sólo demuestran una re* 
fiuada malicia que no puede equivocarse con la supina igno« 
rancia, pues que instruido era el Sr. Eguiluzy lo es el Sr.Gtó- 
mez Puente, sino que demuestran que á del Moral se le pri- 
vó de todo medio de defensa y que se le impuso ei tormento 
de la incomunicación durante toda la insrtuodon y revelan 



también la traición de que fué víctima el mismo acusado por 
parte del Juez Eguiluz, la cual en la relación de los hechos 
hemos mencionado. 

Yéamos si podemos ponerla de manifiesto: El Sr. Lie. José 
Torres Torijai de quien nos ocuparemos más adelante, contes- 
tando & la octava pregunta del interrogatorio que el día 9 de 
Abril próximo pasado sufrió, dice: ogtte 2e consta que del Mo' 
ral se desistió de la apelación, así como que el juez Eguüuz 
hizo creer á del Moral que el Lie, Alfaro estaba conforme 
con el auto apelado y por consiguiente con el desistimiento 
que hacia del Moral del recurso interpuesto y le consta par 
haber estado presente en el acto en que el juez hacia tai 
SUGESTIÓN á del Moral y no le consta que el Lie. Alfaro 
haya estado conforme con el deaistimiento.n 

Este hecho repugnante, el de negar al acusado el medio 
de que fuera revisado el injusto auto en el que se daba por 
terminado el proceso, cuando el defensor había pedido (véa- 
se la comparecencia de fojas que se dejara abierto por 

el término de lá ley (seis meses) para ver si podía conseguir 
la comunicación con su defenso, este hecho, decimos, es digno 
no sólo de amarga censurai sino de severo castigo. Pero co- 
mo en el camino de la arbitrariedad cada obstáculo que se 
presenta, aunque sea de gran tamaño, se trata de salvar, por- 
que la fiebre de la arbitrariedad se parece k la del crimen, 
no sólo se cerró el camino de la prueba al acusado sino que 
para conseguir este reprobado propósito, se hizo pasar como 
prevaricador al defensor, y después, sin valor el Señor Egui- 
luz para sostener ia injuria, niega la existencia de ella á los 
testigos que debían representarle en el arreglo de un lance de 
honor, los Sres. Lie. Enrique Arroyo y Gral. Miguel Quintana, 
y estos señores con tal negativa, salvaron al Sr. Eguiluz de 
un lance que ahora comprenderán debió sustentar. En resú 
men, el Sr. Eguiluz calumnió aun hombre honrado, logró por 
este medio dejar á un presunto culpable sin defensa; y des- 
pués, engañó á los representantes que escogió para tratar un 
asunto de honor provocado con todo derecho. 



¡Caántas caalidades reunía el juez instructor del proceso 
de del Moral! 

7éamoa por fin, si demostramos el acperdo que existió entro 
el Representante de la Sociedad y el Juez; y al ocuparnos do 
estos Magistrados diremos algo relativo al Sr. Secretario D, 
José Torres Torija, que ha venido á ayudarnos en nuestra 
empresa con sus valiosas declaraciones. 

£1 Agente del Ministerio público, según hemos asentado, era 
enemigo personal del acusado, (no sabemos si lo será aún) y 
no tuvo la imparcialidad que su alto oficio requiere ^'para 
pedir y auxiliar la pronta administración de justicia en 
nombre de la sociedad, y para defender los intereses de ésta en 
los casos y por los medios que señalan las leyesw como lo esta* 
blece la ley de enjuiciamiento penal (9). No podía ser pues su 
presencia en el proceso una garantía, sino un peligro para el 
acusadoi y basta para comprender esto, el hecho de que haya 
podido estar conforme con que se aplicara al mismo acusado 
el tormento de la incomunicación, cuyas consecuencias hemos 
ya apuntado. Basta leer el pedimento que á ese respecto hizo 
y hemos copiado, para comprender que no cumplió el señor 
Agente con los deberes que la ley impone; ese pedimento es 
una arma de gran valor que presta el proceso ^ la defensa 
del acusado ante la justicia federal, ya que para la justicia 
común parece no haber tenido ninguno. 

La siguiente constancia que obra en las diligencias que 
promovió ante el juzgado al que estaba y est& adscrito el 
Sr. Líe. Gómez Puente, querellándose de haber sido calumnia- 
do y difamado, no sólo por el acusado Francisco del Moral, si- 
no también por la esposa de.óste, demuestran m&s claramente 
si es posible, el odio, la enemistad personal de que venimos 
ocupándonos. Esta constancia que pertenece al proceso y que 
cotí cálculo se logró apartar de él, contra el tenor expreso de 
la ley, (10) está concebida en estos términos: ^^Ciutiadano 
Juefi 1^ de lo Criminal: El que suscribe, Agente del Ministe^^ 



9 Articulo 28 Código de Procedimientos Penales/ 
10 4iC^iculo 95 del Código de Procedimientos PenaleSi fracción IV. 
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rio, público ante vd. expongo: que el procesado por homicidio 
y robo, Francisco dd Moral, lia lanzado en otro tiempo y aho- 
ra también algunas especies verdaderamente calumniosas y 
difarrvaciones contra mi, siendo secundado en su delito por 
su esposa Doña Petra González, como podría justificarlo en 
d juicio correspondiente» Tale» hechos me dan acción crimi- 
nal en contra de ambos, que deseo entablar; mcts como para 
istoseTYie hace necesario practicar algunas diligencias pre- 
vias á efecto de saber si el uno y la otra sostienen suaca 
lumnias, me veo en el caso de promoverlas ante vdk en au 
xilio del Juez que deba conocer de la causa y por tener vd. 
á^su disposición á del Moral, En tal virtud, pido á vd. se sir 
va interrogarlo sobre los puntos siguientes: prhnero, que 
diga si aún insiste en asegurar que entre él y el suscrito ha 
habido con anterioridad á la formación en el juzgado 1 ^ 
Correccional de un proceso por robo, alguna cuestión ó di 
ferencia por causa de mujeres. Segundo: en caso de afirma 
tivcki que exprese la causa de la cuestión, el nombre de la 
mujev ó mujeres, el dia, mes y año en que pisó, el lugar y 
CQ>sa adonde tuvo lugar y los testigos que lo hayan presen- 
ciado y personas que hayan tenido conocimiento de ello^ sin 

PFBMITIRLE TIEMPO PARA CONTESTAR Á ESTA PREGUNTA. Ter- 
cero: Si cuando fué absuelto por el jurado dio al suscrito 
uncí, ca/rta dándole en ella una satisfacción por la calum- 
n^iaq^e le levantó en la audiencia. Además, pide que á efe^ 
to de que se puedan practicar las diligencias que de ésta 
surjan, se incomunique á del Moral entretanto se evacúan 
las citas que haya, si es que afirmare algún hecho calum - 
nio$Q. México, Enero 9 de 18S5.^Puente.n 

¿Podrán encontrarse en algún otro proceso, palabras mas 
elocuentes para ver de bulto la idea de perder á un preso por 
medio de la sorpresa, que las de: ^' sin permitirle tiempo pa- 
ra conte8tar,u de que usa el Agente? ¿No es contra todo 

derecho semejante cruel pretensión, y no revela claramente 
el afán de conseguir un'caedio de poner en peor condición si 
nó bajo el punto de vista de la penalidad, si á los ojos del 
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▼Qlgo al acusado? ¿Por qné el Sr. Agente, en lugar de dM* 
girse á otro juzgado en el que no deaempefiara la alta raa« 
giatratara dé Agente del Ministerio público por adscrición, 
eeoogió el juzgado adonde tenia e&te ofiíioter para promo^r 
BUB dü'igenoias previasi ¿Qué dilig^^ias eran éstas que pro- 
movía el Sr. Agente, no sólo contra del Moral, sino contra la 
esposa de éste, cuando dice el mismo Agente que podría justi- 
ficar (el hecho deha^er sido calumniado) en el juicio carrea* 
pondientef Estas palabras no dejan duda de que la promoción 
que bacía ante el juzgado de su adscr^ion, no era 2a que oo* 
rrespondia, es decir, era indebida, ilegal. T todo esto es ver* 
dad, pues. que la promoción de diligencias previas no la auto^ 
rizan las Jeyes. Además, nada probó j sí dejó abierta torpe^ 
mente la puerta de la acción de calumnia que pudo ejercitar 
el acusado, si en evidencia hubiera querido poner una vez más 
la parcialidad del Sr. Agente, cuya feroz crueldad se dejó ver 
en el tejido de calumnias que forman la más bella parte de su 
requisitoria, preparada con tanta calma, con tanto odio perso- 
nal y con tanta malicia como lo revelan las constancias cita- 
das y otras más del célebre proceso. 

Ocurre este letrado al juez 1.^ ««en auxilio del que deba eo- 
nocerii de las diligeocias previas que promueve. Pues q*ié 
¿estaban impedidos acaso los jueces correccionales para cono- 
car de la querella para diligencias previas cuando promovió 
el Sr. Agente la que heo^s copiado? Agrega que promueve 
ante e¡ juzgado 1.^ del ramo penal, porque á disposición de 
éste está el procesado á quien acusa. ¿ESs esta una razón para 
disculpar el proceder delSr, Agente? de seguro que no, por- 
que estando preso del Moral, con un trámite bien sencillo 
babria estado .á disposición del juez competente, de ese juez 
á cuyo conocimiento pasó por fín el proceso pr^io, pero para 
ocultarlo, bien lo merecía, á la vista del Superior, que por 
fin buba de pedirlo, hasta que le f aé remitido. £1 ai^tículo 95 
antes citado, establece: "que la acumulación tendrá lugar, 
/F, ÉN LOS (procesos) que se sigan contra una misma per- 
sona, JL\m CUANDO SE trate DE DELITOS DIVERSOS É INOONE 

xos.ii Así es que, lo que debió pedir el Sr. Agente, fué la 
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Mtmiililatoion'y nalis diAmicn de los procesos, pero la nove* 
ñ^d^éBi ()Ue4ia<la á» eetó procedió, pues del proceso previo que 
próÚDoVió él Sr. Agente debió conocer y no d^jar de conocer 
de él et jae2 It de lo criminal, pues que esa trunca averigua- 
ti(ttí no era otra iso^a que un incidente del proceso principal* 

^qáe no embarazábala recuela de éste entre otras razones, 

*)^orqne no se promoptíí enformat (U) 

' Para el efecto dé probar la animosidad del Sr. Agente, 

^bastarla con lo díchOi si no hubiera de ponerse más y más 
dé relieve la d^l jaez instructor del proceso por el homicidio 
'dé Eyúiin, la parcialidad del Secretario que en él intervino, 

.€Z actierdo de todos estos señores, y el hecho de que los dos 
ilUimos truncaron la declaración preparatoria de. Francisco 
peí IforaL 

' Otra constancia de las diligencias previas paréoenos con 

' veniente citaf para nuestra propósito; dice así: («Notificación 

'al Ministerio público. — En el mismo dia se presentó á las 
diez de la maThano/ el Agente del Ministeino público, Lie, 

' Fernando Gómez Pueñt&. impuesta del auto anterior dijo: 
que pide se certifique por la Secretaría gtt6 el inculpado de\ 
Moral al dar su preparatoria, dijo: que para manifestar 
sú huevea, fe confesaba:^ que había cometido un robo ante- 
rior de que le acusó Eyráin, y que después de ábsuelto por 
et jurado Kabia dado ai suscrito una satisfacción por la 
cahcmnia que Contra el lanzó eri la audiencia; que se cite al 
O. Tomas Egxjiluz para qué declare sobre este hecho quepre 

^senció COMO juez: que se cite ata esposa del inculpado para 
que declaré sobre los hechos contenidosen la pinmera y se 
gunda pregunta del interrogatorio de su primer escríto^ 
pues sabe que dicha señorod tanto ahora como al verificarse, 
el Jurado anterior, ha estado propalándola misma calum- 
nia, y que entretanto se practica esta diligencia, continúa 
INCOMUNICADO el proccsado y firmó.^Doy fe^-^Al margen 
"^Puente.» ' 
Esta notificación, revela la idea de nulificar la cosa juagada 



lí. Artículo 386 del Código de Procedimientoa penales. 
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6 sea el veredictodel jurado pon' el bubl aedec^anSirrespoiisf^i V 
ble á de) Moral del robo de fSOO gné dijo D.Padro: Ejmitii 
baber sufrido. Así podría misülárdb!deciÍ9B]al Jacado,.^tM?eító l 
Moral había robado. á lEymiúeaoi^ esBídijeraa'tabtaa QteMr.> 
cosas. para poner de peor en peór^ la^oódioioa del acusado^ .^ 
Pero revela también la notificación^ qiit. el^c Agente cotttahá I 
con el Sr. Eguiluz (que ya no.éraí^ljiltó inWíactOr>yjCQft ? 
el Secretario del jazgadó^ por eeíO. éit¿^'e][ ti99titp($pÍ9^ de .é»(CN9 > 
que por fín, y sin comprende^ qu^.Sje^a^u^a]:i9n , asimjsipps óv 
comprendiéndolo; pero seguro^deUf^^iQ^punidad, lo rindie; 
ron en la siguiente forma: irCérjüfica6ioni--jPi{bOíitmptómim 
de ló mandado en el auto aníeríov? ^ 'i'U§(xrito S^cn^twpe^- ¿ 
tifica: qae según recuerda^ erg Ain?Q rindió sü^ pk^ai^axow4- 
Franoisco del Moral, en laquenegó^haher fenidopartici- ^ 
pación alguna en el homicidio ífe D. J^eáro Eym{i% maní- ^ 
f esto al Sr, Juesf Lie. Tomás Eguiluz^, EXTRAOí'iCIALMENTEr 
protestándole su inocencia en dicho' hongicidio» qu^ pfii;a ; 
que conociera la lealtad de ^s^ carácter .le decía QUE La ^ 

OTRA OCASIÓN HABÍA DISPUESTO DE IJNOS BILLETES DE BAN- 
CO QUE EyMIN LE DIERA CON OBJETO ^EGKJN RECUERDA «L ^ 
SUSCRITO, PARA ARREGLAR UNA \CÓNT^1ÍTA CON EL S|C.ARZ0- , 
BISPO, CON QUIEN EL INOULPADp TEN? A BASTANTES REL^<?IO- [. 

'S'ES; pero que como qabia tenido ya algún arreglo con Ey- 
min. no se consideró culpable y fisi la expuso puando fué . 
consignado la primera v^z al Agente del Mií^sterio Público,. 
Lie. Gómez Puente, y que. este señor le dijo que sí Iq eira; j^6 
después de la audiencia del primer jurado^ le dio una 

SATISFACCIÓN AL LlC. GOMEZ PUENTE POR LOS IHOIPBNTBS 

QUE EN ELLA HUBO y quc en el negocio del homicidio proce 
deria con la mismxjf, lealtad, si algo sw^iera de ese delito. 
Al marg^in.— á». Mireles.—J. Torres T.. Secretario. En se- 
guida se d¡6 la orden al alcaide y se citaron á los testigos 
Eguiluz y señora'de del Moral. Y terminó el acta del dia que 
firmó el C. Juez.- Do j ié. S. Mireks^Jj Torres T., Secre-. 
taria.i * ' 

iiDecIara el Lie. Tomás Eguiluz: Eli trece del mismo Ene< 
ro compareció el Lie. Tomás Eguiluz, quien previa protesta 
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dijo: así llamarse, ciataral de Tolooa y veciao dd esta oapi- 
tal iMt Santa Catarina dos; viudo y de treinta aftos de edad. 
Interrogado como pide el Ifioisterio P6bKco> declaró: que al 
tomar eu dedaradon freparatoria á Franoiéeo del Maizal 
en la averiguación instruida par homicidio de D, Peáa^ 
Bymin, manifestó aquel: que en efecto hahia dispuesto é£ 
WM cantidad de di/nero en billetes perteneciente á Eymin 
y que asi lo dedaró ante el Agente del Ministerio púMiúo 
Lie lañando Gómeos Puente cuando éste practicaba las 
diligencias respectivas en la Diputación por queja del cita- 
do Eymin y que se lo deelarabaa si el deponentct como 
prueba de la lealtad del mismx>del Moral] que después de^ 
jtírado en que fui absuélto del Moral, éste dio una satis- 
facción al Sr. Gómez Puente-, que lo dicho lo sabe el decla- 
rante por habérselo manifestado del Moral al tomarle su 
inquisitoria seguntiene expuesto, y que si no se hizo cons' 
tar esa parte en su declaración en el proceso de Eymin, fué 
porque ttatámdose de hechos anteriores al homicidio del mis- 
mo Eymin, y referentes á una causa pasada ya' en autori- 
dad de cosa juzgada» el deponente no creyó que debeHa juz- 
garse á del Moral por tales hehos, sin violar la garantía 
que á este respecto concede la Constitución Federal. En lo 
eocpuesto se afirmó leída que le fui esta declaración que 
ñmuS con el (7. Juez, Doy fe.— Al margen— T. Eguiluz,^^ 
8. Míreles. —J. Torres T., Secretario. 

Ahora bien: 1^ querella del Sr, Gómez Puente, tiene por 
apoyo nna prueba legal, calculada después de conocer este se- 
ñor un hecho secreto sin el cual la prueba era imposible, á 
saber: lo expuesto por del Moral (qu lo confidencial, según 
certifica el secretaria) al Juez instructor del proceso en ave- 
riguación del homicidio de Eymin. 

¿Cómo supo el Sr. Agente en ese proceso, aquel secreto 
que, según d^cZaru el juez testigo, NO lo hizo oonstar JEai 
EL MI3M0 PROCESO? Nadie vacilará en contestar que por ha 
berlo revelado al señor Agente eljuezEguiluz. De esta reve- 
lación se deduce forzosamente, que exístia una gran intimi- 
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dad entre el Sr. Egailuz y el Sr. Gómez Paente; pero no 
la intimidad de dos fancionarios que se ven á menudo para 
tratar de asuntos en los que, las más veces, el uno es parte' 
y siempre el otro es juez, ai bien el primero coadyuba A la 
administración de justicia encargada al otro, sino la intimi* 
dad de dos amigos que van á tender una red al enemigo de 
uno de ellos á quien tienen al alcance seguro de sus manos, 
armadas con la arbitraria interpretación y aplicación de las 
leyes qucí en derecho penal} son armas de seguro efecto, por- 
que producen siempre y cuando menos la pérdida de la liber- 
tad. Y se prueba la intimidad amistosa de estos dos «eño*» 
res, con el pedimento del Sr. Gómez Puente relativo al 
examen del Sr. Eguiluz y con la declaración de este. Con 
la primera de estas piezas, porque ella enseña que el Sr. 
Eguiluz reveló al Sr. Gómez Puente, lo que convenía al 
designio de éste que era perjudicar á del Moral aun vol- 
viendo á tocar la cosa juzgada, como hemos dicho y puede 
verse en la requisitoria de este señor Agente, que íntegra 
forma parte del libro de los Sres. Lic^. Dublan, Prida y Yelas* 
co (fs. 85 y 85 vta.) y en el libro nEl homicidio de Eyminn 
de D. Vicente Bamirezi pág.156, que corren agregados á estos 
autos, y cuyo contenido ratificaron sus autores con el carác- 
ter de testigos. En ella refirió al jurado como-un hecho cier- 
to, que del Moral habia robado en otra vez k Eymin, que- 
dando impune el delito en virtud de haber sido ábsuelto ti 
acusado. 

Admitamos por ün momento que del Moral habia confía** 
do extraoficialmente como dice en su certificación el Lie. To^ 
rres Torija, es decir, fuera de diligencia, el secreto dé que en 
otra vez habia robado k Eymin. Este hecho fué una ver- 
dadera confidencia, como (Jice el Sr. Torrea Torija, ó fué una 
parte de la declaración preparatoria de del Moral, como ase- 
gura el Sr. Eguiluz. Si el hecho tuvo lugar en el primer su» 
puesto, fué confidencia, porque revelaba del Moral un he< 
cho secreto que importaba nada menos que un delito, por el 
cual se le declaró irresponsable, y no pudo el Sr. Eguiluz 
revelar ese secreto al Agento, sin cometer una imprudencia 
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que, 8i bien pudo ser' aceptada por su amigOi porqae eonspi 
if^ba en favor de sus designios, dejaba de relieve, como se ha 
visto, el torpe acuerdo que estos renglones denuncian. Y si 
formó parte de la inquisitiva, ei Sr. Eguilazno lo hizo cons- 
tar cuando las palabras de del Moral demostraban la buena 
fé con que se conducía al c'eolíirar como asegura el mismo 
testigo. ¿Por qué no hizo constar la protesta que hizo el 
acusado de conducirse con buena fé y lealtad en el proceso 
en que declaraba, como también asegura en su certificación 
el Secretario Torres Tnrija que expuso del Moral al rendir 
su preparatoria? Porque ese juez no tenia la imparcialidad 
necesaria para juzgar derechamente. Si hubiera revelado el 
secreto al señor Agente, confesando que había faltado á su 
deber trancando la principal constancia de un prooeso grave, 
para' que este probo funcionario pusiera en conocimiento del 
Procurador de Justicia tan torpe proceder, á fin de que la res- 
ponsabilidad en que habia incurtido el juess y después tes- 
tigo, pudiera exigírsale, se caliñcaria de bien distinta ma- 
nera la conducta del juez Eguiluz y habria perjudicado me- 
nos al acusado, cuya aflictiva posición no podía inspirar 
más que lástima. 

Y si no se trataba de asunto relativo al proceso como a^^ien 
ta después esté señor, ¿para qqé hacerlo conocer al Agente 
del Ministerio Público que pedia en ese mismo [rócese? Ade- 
más, ¿le enseñaba algo nuevo á este jseñor Agente, respecto 
déla satisfacción que le habia dado del Moral relativa al he- 
cho que motivó después la querella de difamación? ¿No es 
verdad que poseyendo la satisfacción escrita, el Sr. Gómez 
Puente, no había motivo para que le hablase de ella, pues que 
podía presentarla ó publicarla si era preciso, el señor Agen- 
ta como prueba de que era caluúmiosa la versión que le 
impulsó, como asegura, á acusar á del Moral y á la esposa de 
éste? ¿Para qué pues declarar sobre este hecho y sobre los ex- 
trafíoé no sólo al proceso de Eymin, sino al que se formaba 
por la querella del Lie. Gómez Puente? Por qué todo ésto? 
porque odiaba al acusado y era íntimo amigo de su acusador, 
hasta el grado de coadyuvar aun habiendo dejado de'der 
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jaez« á que del Moral fuera condenado, pues que no sólo con su 
conducta qomo funcionario^ sino con la que observó como 
testigo, gu^ qiiÍ8X> ser, p*rocuró ai Sr. Gómez Puente medios 
para que tocase la cosa juzgada que hipócritamente parece 
respetar el testigo letrado en su declaración, la cual, repeti 
mos, bicvió para preocupar después con la confesión que ase 
gura escuchó del Morali al jurado que habia de sentenciar á 
éste. 

lios eminentes j irisconsultos Pacheco, Huet y Hernández 
de la Rúa, establecen que, ulós jueces deben tener especial 
cuidado de que las declaraciones (<le los acusados) se estien 
dan precisamente en los mismos términos en que las expre 
san las personas á quienes las reciben, sin m&s modificación 
en el orden do los pensamientos que la absolutamente ne- 
cesaria para el buen método y claridad del proceso, y redu- 
ciendo á sus verdaderos límites la parte formularia.n Esta 
opinión fundada en la ley 10, título 32, libro 12 de la No- 
vísima Recopilación» la expusieron con un comentario que la 
práctica les inspiró: uDecimos ésto, agregan, porque gene- 
ralmente no es el reo ó el testigo el que habla en las actúa 
cienes judiciales, sino el escribano ó el juez que suele dictar 
la declaración por lo que oyen al declarante. Así, aun en el caso 
más favorable para la exactitud, resulta cuando má^, el pen- 
samiento del declarante comprendido ó no puntualmente, y 
redactlEido por el escribano ó por el juez de un modo casi uni- 
forme en todos los casos. Con facilidad se conoce que no suele 
ser éste el medio más adecuado en muchas ocasiones para el 
descubrimiento de la verdad y de aquí nace en parte la frial- 
dad que se nota en .nuestros proc sos, donde jam&s se repro- 
duce con -sombra siquiera de color la memoria de los hechos, 
cuyas impresiones fueran tan importantes conservar por to** 
dos los medios posibles, n 

El hecho de no haber escrito la inquisitiva de Francisco 
del Morali tal como aseguran los responsables de la omisión, 
que la expuso el acusadoi demuestra que la práctica seguida 
por los señores Eguiluz y Torres Torija, fué contraria á la 
m&8 sana jurispiudencia^ que estos letrados no pudieron igno- 
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rar;y que para ellos las doctrinas m&s respetables que no sea 
sino antecedentes sobre los que están formadas nuestras vi- 
gentes leyes, fueron djgnks de desprecio. * 

Para seguir demostrando los atropellos (}ue elSr. Egui* 
luz hiciera sufrir á del Moral, en virtud de la mefistoféÜca 
influencia del señor Agente, y contando oon la mudez del 
secretariOi la cual hizo cesac por fia la serena magestad de 
la justicia fe^leral, traeremos ya en nuestra ayuda las declara^ 
ciones del Sr. Lie. Torres Torija, permitiéndonos antes decir sA* 
go acerctt de este tan importante testigo, á fin de distinguir 
bien el papel que ha representado en la instrucción del pro • 
ceso de que* sos ocupamos, y apreciar exactamente el valor 
de sus deposiciones, ya por io que mira k los señores Eguiluz 
y Arroyo á quienes sirvió de secretario, ya por lo que im- 
porta á los intereses del acusado. 

El testigo ha sido secretario, repetimos, de dichos seño- 
res durante la efímera estancia de éstos en el solio judicial, 
y les sacrificó todo, ha^ta la responsabilidad que pudiera 
resultarle de actos como el de la certificación de hechos per^ 
tenecientes al proceso, y que consintió en que fueran oculta- 
dos con ó sin perjuicio del acusado, pero que pertenecían nada 
menos que asa declaración preparatoria. según dice en la cer- 
tificación de que nos hemos ocupado ya, es decir: coadyuvó 
á truncar la prueba privilegiada, la confesión, que coloca en 
el primer lugar el artículo 39é del Código de procedimientos 
penales y respecto de la cual manda el artículo 160, fracción 
VI, que se hagan constar todos los hechos y pormenores que 
pueden conducir á descubrir los antecedentes y causas que 
motivaron el delito, etc. Y precisamente tratándose deantece 
dentes importantes respecto del robo y del homicidio^que para 
perpetrar aquel tuvo lugar, nos hablan el juez Eguiluz y el se- 
cretario de éste, ó sea el testigo Torres Torija, pues si del 
Moral confesó, como aseguran, que robó á Eymin en otra oca- 
sión anterior á. la*en que fué robado y muerto Eymin, esa 
confesión sobre tales antecedentes, es útilísima para formar 
la prueba induccional que, en efecto, sin que existiera la for- 
malidad que e^ij6 la ley. la de constar en el proceso tan 
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pteeiosot datoS) produjo eon .verdadera babUidadel Sr. Gom«s 
Paente, contando con que no podría baows^ la lúe en eate 
puoto por BQtedio de la def ensa* 

Del Moral no podo, puesi ni alegar siquiera la cirouna* 
taaoia atenuante de primera clase expuesta, en la inquisitívaí 
sainan dicen los testigos Eguiluz y Torres Torija, de e^ta de- 
claración sólo asentaron una parte que no contiene, como con 
exactitud aseguran tamlneo, ni una ni otra parte de las doa 
que forman el todo de lo^ hechos que dicen declarará del 
Moral y quedó éste por ñn^por ese interesante capitulo inde« 
fenso. 

. En compendio, el Sr. Torres Torija certifica que la decía* 
raeion preparatoria de del Moral que obra en el proceso y de 
la cual dio f é, tio ea ía $ue rindió el acusado; este hecho 
está también declarado por el juez Eguiluz y por lo mismo 
es indudable. T también queda esclarecido, que del Moral no 
pudo contar con los datos del proceso para preparar su de« 
f ensa, y por fío. y es lo que por ahora interesa hacer cons • 
tar, que el Sr. Torres Torija con su torpe certificación, demues- 
tra haber sido un testigo parcial, favorable á las intencieneSi 
al plan concebido por los Señores Eguiluz y Gómez Puente. 
Flan, sea dicho de paso, que no fué tan perfectamente com- 
binado que impidiera á sus autores encargarse de facilitar 
al defensor de del Moral los medios de descubrirlo. 

Por otra parte, el certificador que además de certificarla 
falta de su ex-juez certifica también la suya propia, sin acor- 
darse de la declaración rendida por el mismo Sr. Eguiluz y 
de la cual da fé, porque de todo da fé el Sr. Torres Torija en 
el proceso de del Moral, deseoso de salir del paso difícil en 
que se encontró al certificar, asienta: "que recuerda los hechos 
que certifica y que fueron declarados al Señor Eguiluz por el 
acusado extraoficialmente (extrajudicialmente querría decir). 
Esa circunstancia no la refiere el Sr. Eguiluz en su .declara- 
ción ni puede admitirse, sin hacer un agravio más que á la 
gramática^ al sentido común. 

Cómo es, se preguntará cualquiera, que al tomar el jaez 
(palabras del Sr. Eguiluz) la declaración á un acusado en pre< 
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séncia del secretarioi el mismo acusado declare extraofiwU- 
mente 6 extrajudioialm^te?. • . 

La verdad es, que el Sn Torres Torfja ha sido un Secre- 
tario-testigo parcial por sus superiores y contrario á • loa in- 
tereses del reo, por mucho que hoy vengan á favorecerle can 
la declaración que trabajosamente rindió ante el juzgado, 
y en la cual asienta que é\ fué el que examinó á del Morai y 
nó el juez Eguiluz como aseguró éstesesfun hemps visto, y 
deja comprender el mismo señor Torres Torija en la certifica* 
cion que no 3 ha ocupado. E^ta circunstancia tan sustanciáis 
pues que apareja l« violación del artículo 73 del Código de 
Procedimientos Penales, según el cual, el juez debe practicar 
'personalmente todas las diligencias de la instrucción, no debe 
olvidarse, pues si es verdad que el juez practicó la diligen- 
cia á que se refiere el secretario, es decir; si examinó á del 
Moral, el secretario no estuvo presente, pues si hubiera pre- 
senciado el acto, no asentaría que il fué el qwe lo examinó, de 
lo que se deduce, que el juez violó el art. 77 del Código cita- 
do, que previene á los jueces de instrucción qué en todos los 
actos de ésta procedan acompañados del secretario. Y si la 
confusión viniese de que el que interrogó al acusado fué el se- 
cretario y no el juez, entonces también hubo violación del 
art. 79 del mismo Código, pues éste ordena,' que ^^eljuez in- 
terrogará por si mismo á las personas que deban ser exami- 
nadas, evitando las preguntas sujestivasn etc.» etc. 

De todo esto se deduce mucho, pero por ahora sólo debe 
hacerse notar, que el Sr. Torres Torija como secretario, no 
cumplió cdn su deber, y como testigo reveló una parcialidad 
extraordinaria en contra del acusado, quien, según lo que he 
mos visto, tuvo desde que se incoó el procedimiento en su 
contra, perseguidores que hubieran querido sacrificarle apro- 
vechando la indignación pública despertada por el homicidio 
de Eymin, y dispuesta & encontrar una víctima cualquiera, con 
tal que los que ella creia probos f uncionariosi se la señalasen. 

Pero volvamos ya á nuestro propósito: al examen de los 
hechos declarados ante el Tribunal federal, por el Sr. Lio. 
Torres Torija. 



29 

Contestando á la segunda pregunta del interrogatorio (y 
es á la que acaba de' hacer referencia el suscrito) dice: oque 
cnando tomó ó Francisco del Moral su deda/racion prepara» 
toria (aquella á que.se refiere en su certificación) comopre^ 
aunto responsable del homicidio de D. Pedro Eymin, lo hizo 
en presencia del juez y délos empleados del juzgado,» 

Como debemos aceptar esta dedaracioq en todas sus par 
tes j acabamos de señalar los artículos del Código de Pro- 
cedimientos que han sido violados, si es exacta, solamente 
llamaremos la atención del tribunal sobre el hecho de que en 
la declaración á que se refiere el testigo, del Moral negó ha- 
ber tenido participación en el delito por el cual se le interro- 
gaba. Así podrá apreciarse la conducta del Sr. Egúiluz cuan< 
do se conozcan los siguientes hechos: **que el nueve de Mayo 
próximo pasado (sigue diciendo el testigo, pregunta 4.* del 
interrogatorio) el juez instructor ordenó al testigo y dios 
empleados del juzgado que 8e retiraran de la pieza adonde 
está la reja y adonde estaba Francisco del Moral, para que . 
diclío juez conferenciara á solas con Francisco del Morah to* 
do lo cuál tuvo verificativo) que de la con/iw'dncía (pregun- 
ta 5.*) resultó la ampliación de del Mcwaí, diligencia en la 
que intervino la Secretaria.^ 

La ampliacichi, es la declaración perjudicial para el acu- 
sado, y ésta fue la que obtuvo el Sn Eguiluz por medio del 
pánico que sembró en el ánimo del mismo acusado diciéndole 
que lo pedian de la comandancia militar para fusilarlo, y que 
el medio de salvarse era hacer la ampliación en términos que 
le produjera al masón, al hermano, el .medio de juzgarle y 
de salvarle. Esto que parece una inv6 ncion, puede demostrarse 
no solo con la conducta del juez que revela ahora su secre- 
tario y la cual fué tan irregular coniD perfectamente ilegal, 
sino con otros hechos que van á ser relacionados en seguida. 
Si la ley prohibe, como hemos visto, que el juez proceda 
á cualquiera diligencia sin la presencia del Secretario y á fal- 
ta de éste con. la de los testigos de asistencia^ ipor qué pro* 
cedió sin el uno y sin los otros el Sr. Eguiluz? ¿No resultó de 
la conferencia k solas la ampliación?/. .... Pues cómo se com 
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prende que un acosado eoofiese en su perjoioio la contrciijo 
de lo que ha declarado, cuando aábe que le es perjudicial, por* 
que como dijo y con razón en la Requisitoria antes citada el 
Agente del Mioisterio páblico» es persona instruida ese acá* 
sado y de ello hay sobradas pruebas que todo el mundo oo* 
noce y que han sido recogidas por la prensa, entre otras sos 
nlismas defensas en los diferentes tribunales adonde ha com- 
párecidoi en las cuales si no revela la instrucción científica, 
sí la necesaria y más para comprender qxxé podía esperar de 
la ampliación que hacía? ¿No es verdad, como veremos más 
adelante, que se opuso k que presenciara el Sr. Qomez Puente 
el careo con el Gral Toledo? ¿No discutió con ese Magistrado 
para obligarlo á oumpür con su deber? ¿Sin la presencia del 
secretario ó de los testigos podemos saber que el juez no sugi* 
rió la ampliación? Seguramente no, y sí podemos deducir que 
empleas éste ú otro reprobado medio como el del terror que 
arteramente sembró en el ánimo del acusado, para obtener 
que <^3te se acusara asimiemo. Adem&s, el que fué capaz de 
^suierir al mismo acusado, como dice el Sr. Torrea Torija el 
desistimiento de la apelación del auto que le cerró la puerta 
de la prueba, ftó capaz de todo. 

La siguiente constancia va también á explicarnos lo que 
pasaba entre del literal y su juez. Antes observaremos, que 
llaman mucho lá atención las rúbricas de este funcionario, por 
los signos masótiico&que las adornan, signos, que como se ve 
en la* rúbrica de la carta original que va adjunta marcada coa 
el número 1, no acostunvbraba usar el Sr. Eguiluz. Batos eig 
nos no fueron ni son requisitos esenoialts parala validez le* 
gal de la firma del juez. A esta circunstancia, agregaremos 
la constancia procesal, de que hablamos, y tendremos una 
consecuencia que será la lógica explicación que buscamoe 
(contestación á la pregunta 9'): "csiwtmío se careó á Fran- 
cisco del Moral, con Francisco Leon^ dice el Sr. Secretario, 
indignado el primero por los cargos que ie hacia d segun- 
do, dijo al jnez instructor: todo lo que á vd, como masón ^ 
Y CABALLERO LE HE CONFIADO, hoy lo declaro ante el juz- 
gado.w é hizo una relación extensa «n que pidió se exami. 
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naran varios testigos, la cual interrumpió el juez (el testigo 
no recuerda con qué palabras, pero la pregunta, dice, que fue- 
ron éstas; "NO soy encubridor de criminales, y por con^ 
SIGUIENTE KO RECIBO ÉSA DECLARACIÓN, u) y entóoces, al salir 
el juez violentamente, del Moral le gritó: "QUE era UN mise- 

BABLE, QUE ABUSABA PORQUE ERA EL JUEZ.ii 

Causa vergüenza leer la constancia que acabamos de 
apuntar^ pero la siguiente es de más efecto todavía para los 
que estiman la honra y la delicadeza, y para los que buscan 
la demostración lógica de nuestros asertos: «es además cierto 
(dice el Sr. Torres Torija, rectificando la respuesta dada á la 
pregunta 10', y contestando á la 18!) que estando presente 
el juez, el Lie. Alfaro, del Moral y el que declara, del Moral 
manifestó: que el juez le había dicho que la ampliación 
á gve se refiere la pregunta (y ^ue fuó formada por el juez) 
86 habia formulado de acuerdo con el expresado defensor; 
que el juez y el declarante no hicieron observación alguna.n 
Es decir, agregaremos nosotros, no pudieron hacerld. 
Con efecto, no es posible observar nada cuando le dicen 
á uno la verdad, y cuando ésta hace subir la sangre al rostro 
y anuda la lengua. 

jOu&nto deben haber sufrido el Sr. Eguiluz y su secretario, 
al ser acusados ante un hombre honrado, y por aquel k quien 
se le habia impuesto la pena de la incomunicación, precisa- 
mente para que no revelara la conducta de estos dos señores^ 
Para contener la pluma en el terreno de las apreciacio- 
nes, es preciso abandonarlas ai criterio del Tribunal federal; 

esto debe ser más provechoso para los intereses dol acusado 

For otra parte, ¿qué datos más elocuentes pueden alegar- 
se para hacer comprender la torpe conducta del juez en cu- 
yas manos estuvo el proceso, que^por favor de nuestras insti^ 
tuciones debe revisarse hoy? 

Los asertos apuntados ánte^ qne no negó él testigo, y 

respecto do los que, sólo observó (|ue no recuerda las pala 

bras de que usó el juez en la interrupción, revelan por sí 

mismos^y á no dejar duda^ que no sólo la ampliación sino todo 

. lo que perjudica á del Moral fué preparado y compuesto por 



aquel juez, que decidido á llegar al objeto que se propuso, 
no escojió sino los medios á propósito, fuesen los que fue- 
sen. 

Pero no se ha dicho todo; hay más: Después de haber leí- 
do lo anterior, nadie dudará de que del Moral excitado, y casi 
desesperado, aprovechase una de las oportunidades que el 
juez Eguiluz le proporcionó para hacer algo más que echarle 
& la cara palabras injuriosas en presencia de los empleados 
del juzgado, y las cuales tuvo cuidado apesar de su ahinco por 
perjudicar á del Moral, de no hacer constar en el proceso. 

La siguiente pregunta dirigida por el acusado al testi- 
go Torres Torija y la contestación de éste, revelan un hecho 
vergonzoso que no está de más consignar para el propósito 
del defensor. Dice así la pregunta: uSi sabe y le consta que 
el juez Eguiluz, instructor ie\ proceso, frecuentemente entra* 
foa al calabozo de del Moral, sin acompañarse de persona al 
guna, y que en alguna de estas ocaiiiones del Moral y el juez 
tuvieron un disgusto tan grande que el primero golpeó al 
segundo.ii y contestó el testigo: "Que por los empleados supo 
que el juez visitaba á del Moral en eu calabozo, y por el mis 
mo del Morul llegó á su noticia la riña habida con e! juez.ir 
Ahora bien, ¿quién po<írá djecir que los hechos que van 
relatados, revelan probidad, imparcialidad y moral judicial? 
Ocurren desde luego a^gunan importantes observaciones: ¿por 
qué no se escribió una extensa relación do lo que pasó en la 
misteriosa conferencia? [Por qué no se examinaron los tes- 
tigos á los cuales el acusado se refirió, cuando hizo la extensa 
relación de que habla el testigo, y la cual tampoco se hit 
zo constar? ¿Por qué sólo se escribió lo que habia de dañar al 
acusado, y nada, nada de lo que había de servir á su defensa? 
T como si no fuera bastante para el plan del juez, todo 
lo que había conseguido en el camino del abuso, se mostró 
de tal manera complaciente con el Agente del Ministerio pú- 
blico, que vino á denunciar con esa complas&ncia una vez 
más el afecto que á éste Magistrado tenía, y su falta de pro- 
bidad para con el acusado. 

Con efecto: poco después, hay necesidad de practicar un 



caceo, careo importante y al caal no debe asistir nadie ma$ 
ftie ío8 careantest el juez y el secretario (artíículo Oh del 
Código de ]^rocedtmientO| penales) y el Sr. &<{uiluz permitéi 
mpéaar de las pMestas de del Morat, que aslata el Sr. Agen* 
le del Ministerio público, es decir, el interesa lo, el acusador 
pAbTlco, la parte contraria al procesado; y permite que óbser- 
we, que interprete, y que cambie si puede, h^ palabras áeV 

mismo acusado según lo crea conveniente! .- 

Veamos la prueba de este aserto que pone mas de relie 
ve á los funcionarios que en esa diligencia tomaron parte: dicé 
el buen testigo Torres Torija, contestando á la pregunta 12.* 
del interrogatorio "que en el primer careo practicado entre 
el general Toledo y del Moral, estuvo presente el Agente del 
Ministerio público y del Moral; dijo éste: nque había en- 
tregado k la Sra. de Toledo ^0 pesos: que el Ministerio pú- 
blico, dijo que era lo mismo pagar que entregar ¡ que del Mo 
ral dijo que no era lo mismo, y pidió certiGcacion del hecho.ii 
Prescindiendo de alabar la gramática del acusador, ha^ 
remos constar, que del Moral demostró alguna instrucción de 
fendióndose, como lo hicimos observaren otro lugar, y que el 
acuerdo entre los Sres Eguiluz y Qómez Fuente quedó de re< 
Heve. Y como la certificación á que se acaba de hacer re* 
ferencia no se expidió, haremos notar igualmente que el 
secretario, hoy testigo, no cumplía con su deber, dejando sin 
pruebas al acusado, como se nota también en el laconismo 
siempre elocuente de la contestación que antes copiamos, re* 
lativa á ía riña habida entre el acusado y sú juez. 

í)espues de relatar tantas y tan groseras violaciones de 
ley, y de las cuaíes taé autor principal el Sr. Eguiluz, pa- 
rece ocioso seguir en ése penoso trabajo; pero como el defensor 
cree que es de su debet llamar la atención del Tribunal sobre 
las más importantes, y aun hay algunas que se pueden de* 
mostrar claramente y tienen ese carácter, por eso va todavía 
á denunciarlas, para ocuparse después de las que aparece 
responsable el Sr. Lie. Enrique Arroyo, con lo cual habrá éx< 
puesto todo lo relativo á los atentados cometidos en la prime- 
ra instancia del proceso formado contra del Moral 

s 



ün lazo jaridico en el que del Moral deb¡6 haber caído 
eomo se le forzó & caer en los dem&s, es el que revela la coin* 
parecencia de fojas 238 frente del proceso, que está anulada 
con un i^no pasóla elocuentísimo. 

Basta leerla para convencerse de que encierra un gran 
perjuicio para el acusado, nada menos que la renuncia de 
un derecho, qxiQ el juez pretendió hiciera el mismo acusado. 
El testigo Lie. José Torres Torij a se encarga de demostrar 
que no es un cargo gratuito el que encierran las anteriores 
palabras, cuando contesta á la pregunta décima del inte- 
rrogatorio, la cual está concebida en los siguientes térmi* 
nos: «Diga si es cierto y le consta, que el acusado Francisco 
del Moral no dictó ni estuvo presente, cuando s^ escribió 
la comparecencia anotada con un «no pasó^n que se regis- 
tra á fojas 238, frente, de la causa.n Contestación: "Que esa 
comparecencia, la escribió el exponente por orden del jvuez, 
quien le manifestó que del Moral babia hecho un pedimen- 
to verbal en el sentido de la comparecencia: pero que llama- 
do del Moral para firmarla, se rehusó á hacerlo, y por esta 
razón no pasó la diligencia en que este incidente tuvo lugar.u 

Desde luego se vé que el juez suponía diligencias, y 
diligencias importantes y perjudiciales para del Moral; que 
para sugerirlas procuraba que no hübisra testigos, ya visi- 
tando al acusado en su calabozo, como dice el Sr. Torres Tori- 
ja. cuando contesta & la pregunta del interrogatorio respec- 
tivo, ó diciendo que del Moral había hecIi,o,lapetieion verbal. 
lo cual observaremos, no debió creer el secretariotestigo, por- 
que le constaba que del Moral estaba incomunicado, y que no 
podíd comparecer sino para asistir á diligencias que debia pre" 
senciar el secretario: y se ve también que se llamaba al acu^ 
sado para que iir)nara una diligencia que no debió el testigo 
haber escrito, sin que le constase que el acusado la solicitaba, 
y que él mismo declaraba los hechos que había de contener, 
pues la orden del juez en ese caso, como en otros en que se 
opusiera el mandato de la ley, debia ser desobedecida. 

¿Que fé pueden hacer las diligencias de un proceso for- 
mado con tamañas irregulaidades? 
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A la declaración que acabamos de trasladar, pertenece 
un complemento de gran valor para poder apreciar nuestra 
interrogación; una curiosa rectificación que hizo el testigo 
como complemento á la contestación anterior, en estos tér- 
minos: "En este acto^ dice la diligencia, el testigo rectificó la 
respuesta dada á la pregunta 7* en el sentido de qv^ no es\ 
twvo presente cuando loa testigos Abiega rindirron sus de 
claraGiones, j por eso se encuentran tachadas las firmas del 
exponente que cubren esas diligencias.ii 

Apesar de existir todas estas constancias que se tuvo 
buen cuidado de ocultar á los jueces populares, se ha llamado 
proceso á la instrucción ad koG formada contra el acusado 

£1 testigo Torres Torija, deseoso de no declarar más resV 
pecto de los hechos de los que fué principal responsable el jaez 
Eguiluz, ocurre & la vaguedad en sus respuestas^ y sin em- 
bargo, revela á su peaar algo útil, que es lo último que á esta 
respecto vamos á apuntar: Se le pregunta (cuestión 2^ fojas 
19) '*sí es cierto que no asistió á la declaración del testigo Ra- 
fael Rangel, ti y contestó: »'quese refiere á las constancias pro- 
cesales, n como si éstas tuvieran alguna validez legal después 
de lo que el mismo testigo ha doclarado k este respecto) 

Se le pregunta (V cuestión fojas citadas) si le consta 
que el juez instructor del proceso, que motiva e«ite amparoi^al 
practicar una diligencia de confrontación del quejoso, lo ve-* 
rifícó estando presentes en el mismo acto, los'testigos Micaela 
Vizcarra, Carmen Raiz y Trinidad Soroa, y que tal diligencia 
tuvo lugar después de que k la Yizcarra se habiadado á co- 
nocer á del Moral, haciéndola tomar asiento junto á un es 
cribiente del juzgado en los momentos en que del Moral- rin- 
dió una declaración, y contesta: "que cuando del Moral rendía 
su declaración, la Vizcarra^ que estaba incomunicada en 
la pieza del juez, pretendió salir á la otrapieza en la que la 
diligencia se practicabat pero que cdverlo el juezt^la hizo 
inmediatamente retirar; que después de este incidente tuvo 
lugar la confrontaciont la cual según recuerda, se practicó 
con cada uno de los testigos separadamente, sobre cuyo punto 
se r enere á las constancias procesaUs^u 



iík ^etáái 86 desprende dé está declaración á pesar del 
4^é ^iñeifd télátlái ed decir: sé comprende que la Vizcárra 
éon 6 din orejeen déV juez s^alló á conocer al acusado pafa reco- 
nbéerte después/ 

íero coiflo nó queremos aventurar cargos sino probarlos, 
no diremos que las diligenciad de confrontación hablan de 
jfér áctós de comedia, en ta que i^orzoso fué que tiubieta un 
director de^eacena; pero si podemos decir que en la confronta « 
eion eu que aparece la Tizcarraj siendo esta herniana de uno 
de los acusados de complicidad en el proceso, á quien el señor 
Agente apenas atacó en el jurado como puede verse en su re- 
quisitoria que corre en un libro agregado & estos autos, y 
fremos citado ya, nos parece poco probable que la testigo, sin 
contar con la impunidadi se atreviese á interrumpir la dili- 
gencia que se "practicaba, sabiendo de la pieza en que estaba 
iiicomuilieada para penetrar en la que estaba el juez; y más 
tÁto nos parece, que en el proceso sólo conste este hecho de- 
ntmciado pov del Moral y omitida á este respecto la certífi 
Cáciion dó la Secretaría; y más aún que se practicase la con- 
frontación, cuando ya no tenia objeto, pues que la Soroa y la 
Buiz (fojas 40, vuelta del proceso) no habian reconocido á 
del Moral. 

Lo dispuesto en el Código de Procedimientos Penales en 
Ib6 artículoB 29, 31 y 32. relativo á la confrontación, no podia 
(encfr aplicación, pues que faltaba el objeto, el descubrimiento 
d\e la verdad, que en el caso no podía obtenerse, pero se obtuvo 
en cambio un cargo para el acusado, y bastó esto para conten- 
tar al juez instructor. 

Todas las diligencias de confrontación que existen en el 
proceso, tienen un carácter igualmente ilegal y revelan la par. 
etaílidad del juez en contra del acusado; citaremos dios más 
píata comprobar, si cupiere alguna duda, nuestro aserto, comen- 
zado por la 3.* pregunta del interrogatorio á que el defensor 
stijfetó al Sr. Lie. Torres Torija y la contestación dfe este testi- 
go priviligiado: preguntado '«si le consta que para practicar- 
se la confrontación diBl quejoso con el testigo Agustín Laison, 
el juez mandó vestir traje negro al acusado porque el testigo 



l^hi^^flS^f^^ ^W con UQ Injg ^pgf^t liabí^ visto f^^fi 4 JÍÍÍ: 
l|;p|i^Ifi f^j^ti^: "qií0 tíwo id?» (OQ bigF íifle oIyíjJw SiP9|^ 
*«9t»ÍÍP ^ W «1 l?ftrto4p 4^ Iw retíwflíw) da qw )í^ |j[Qii§| 
fo.01^ epilre Ift nwd» do prpsofii v^n^dp df negcq. fUf '^Mlf;! 
"de qufi fu^ ]fH>T <ír#* ^IfVS^s wro DO aapo qfl(á uip*^?o t^^? 
drfa e) jqez p^i^ ord^^iir (al eow.ti 

La f r^ocipn II del art 229 del Qódigo de Prfie^diQUj^^lQf 
oitadpi ord€fQ|^ "qu» aquella (la p^rsoni^ qpe 9ef^ Qbj^tq d^ jiffi 
ocnf rofita^oQ) se preaepte aoQQ9|)afi^da con oferp9 ipdiyidcuv^ 
veetidoa con ropas ieme^antea y aun coq la^ g^i^ofiaa G(Pf^aíp9 
que tengan las del oouf rentado, si pstp fuere posible, n 1^ 
como en el caso sólo fuá posible vestir á del Moral con el aris- 
toer&tioo traje negro jamás usado por los presos, porque es ^l 
menos apropósito para estar en la inmunda Cárcel Nacioni^ 
la confrontación fué á todas luces tan n^alicioa^ ó máG| que 
la €^ que intervino la Vizcarra. ^X prpcesp hace punto op^isp 
<]e los colores de la ropa de los demás |>reB03 qup formaron 1^ 
rueda, y omite esta QÍrcunstancia tan esencial coinp 1^ da ^< 
bei: ordenado el juez que vistiera el fcusado tan dat^antpm^nlp 
^^^ f ^ar^ ip^ppsibla pp^f undirlo con Ips deudas presos. 

¡Quánta justifipaicion haj an «adf^ una de las vio^cionf^f 
de la lej penal adjetival 

Cuando fué interrogado el mismo testigo (cuestioi^ i.^) 
spbra si le ponstaba nque antes de practicarse la diligencia de 
confrontación entre del Moral j el tastígo Alberto ]3ecan|i^ 
ee hizo comparecer al primero á la reja estando presenta al 9f r 
gundo 7 con obje^ de que conociera á del Moral pi^ra (ffll^ 
lo pudierja designar despuesi^ contestó: ^gue por v^n <iLOtfi ver* 
4(ideramefUiU po^uaí, d te8t\%o vio 4 del Moral en la T^(t i^s 
tep de practicarse la confrontaciopí etcn . . • • ^ .- • . . • 

Después de leer lo que nos revela al señor Secretajrip dpi 
juzgftdo instructor acerca de las diligencias de ponfroniiacion, 
cualquiera podria decir que para calcular la prpb|dad dp ^ 
juzgado» bastarla con una sola dé ellas. Todas sop c^suaUd||<t 
des: cafsu^Udad es» que la testigo Yizcarra quebi^ntase la mo- 
mjsnl^nea incomunipapion qup se le había impuesto, y que ii^ 
Iprrun^piese la diligencia que sa practicaba con el acua^cjbi 
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penetrando al lagar en que éste estaba expuesto tras de la 
reja, es decir, en un lugar en que no podía ser confundido con 
otra personal simplemente porque nadie lo acompañaba: ca* 
sualidad fué que • el juez mandase vestir un traje á del Móra^ 
con el cual hi el más torpe podría haberlo confundido con otra 
persona, porque entre los que formaban la rueda de presos 
no habia alguno que estuviera vestido con igual 6 parecido 
traje, y casualidad fué también, que el fcebligo Alberto Bece- 
rra viese al acusado como lo vio la Vizcarra en la reja, adonde 
úo podía equivocarlo con otro, y antes de la confrontación có- 
mo lo vio la mencionada testigo. 

Todas estas casualidades demuestran, que no fué casua 
Imente como se infringieron los preceptos de la ley y de la 
moral judicial 

Levantada por fin la incomunicación del acusado con con- 
sulta del Agente del Ministerio público, según hemos visto» 
pot estar á juicio del Juez y del mismo Agente concluida la 
instrucción, que tanto nombre y fama babia de producir á sus 
autores, pudo el acusado hacer algunas gestiones, que pocos 
dias después se interrumpían con e] juicio preparatorio qUe 
acababa de inventar el Sr. Lie. Gómez Puente y que produjo 
desde luego la nueva incomunicación de del Moral^ con afán 
solicitada por aquél en su querella. 

En ese entonces pudo el defensor formarse una exacta 
idea, como se la formará ahora el Tribunal federal, de la peri- 
cia y habilidad de los tres abogados que intervinieron en la 
formación del proceso de Francisco del Moral. 

El medió más eficaz para formar un cabal juicio á este 
respecto, es leer la siguiente lista de irregularidades cada una 
de la cuales envuelve una violación de la ley en perjuicio del 
acusado y, por lo mismo, un atentado digno de reproche. 

A fojas 5 del proceso consta que el Inspector de Policía 
aprehendió á del Moral por orden verbal que recibió del Sr. 
Qómez Puente. 

A fojas 72 y 73 el mozo de la cárcel de ciudad Froilan 
Leal y el encargado de los separos de la misma cárcel, Pablo 
Feña, niegan el hecho de que del Moral recibiera un papel 
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oculto en los alimentos que le llevó el mismo ][ieal,^ estos tes- 
tigos no f aeron careados con el acusado. 

A fojas 84 del proceso declaran en contra de del Moral las 
Sritas« Guadalupe R. de Bergés y Teresa Bergés j no fueron 
careadas con el acusado. 

A fojas 159 en el careo de Guadalupe R. deBergés, Inés 
Aviléz de Barrueta y Brigida Simons, las últimas declara- 
ron contra del Moral y no se les careó, habiéndose infringido 
además el art. 23S del Código de procedimientos penales. 

A fojas 67 y 68 declara María de Jesús Ollóqui contra 
del Moral y no fué careada con éste. 

Francisco Torices, en varias de sus declaraciones declara 
contra del Moral y tampoco se le careó con éste. 

A fojas 176 vuelta, 177 frente y 178, depone contra 
del Moral Sebastian Berra y no se decretó el careo correspon- 
diente. 

Jesús Becerra, Francisco León y otros muchos testigos 
deponen contra del Moral, y bien se puede decir que no hubo 
careo» & pesar de los que constan k f jas 229 y 126 del proee* 
sO| porque no se llenaron los requisitos del art. 236 del Código 
de procedimientos penales, como se puede ver en las cons- 
tancias del procedo. 

A tojas 10 declara el Sr. Pab'o Berg^s que los testígoái 
Aviles y Simons le contaron que Eyrain les enseñó los bille- 
tes y éstos lo niegan á fojas 11 y no los carearon. 

A fojis 40 y 159 declara el mismo Sr. Pablo Bergés, que 
la criada de la iriodista Luisa Flavien y su marido, conocen 
muy bien á del Moral porque lo veian con Eymin, y estos dos 
testigos á fojas 51 no conocen á del Moral en la diligencia de 
confrontación y no fueron careados. 

El mismo señor Pablo Bergés, á fojas 159, vuelta y 160 
frente, declara hechos relativos á del Moral y los testigos Ma- 
nuel Palacios y José Landgrave con quienes estos hechos se 
relacionan niegan á fojas 173 y 174i y no los carearon. 

A fojas 205, aunque el secretario da fé de que firman los 
testigos, Celis que es uno de ellos, no firma. 

En las diligencias de fojas 90, 91, 94 95Í 131, 222i 234, 



téS, 2i8 y en otras machas, falta la firma del 8ecre|ario y eo 
la 4íHj^^P9Ía practicada á fojas 117, 118 7 119 spbra l^^rnu 

A. fojas 178 frente, en¡el eareo pradliMuiQ f»tr<^IiMlmBf 
IiMiD, Bodiima el seentario. 

A fqlAflide la 18Q bñn%$ i la 182 frente «n el earto lU 
4| tfoml y Toleda ten^ooo firma el secretMÍo» 

▲ foJAB 187 frente, declara Joeef a BqMm y no fiomm 
aan ella i^ el Jues ni el seoseterio. 

A fojas 203 vnelta, declara Manad CeHe y no firaitf ai 
éoiiaipaoion, sin embaí^ de expresarse en éüa que firmó y 
darse té de ello. 

A fojas 205 frente dice; «Bn segoida se procedió á 
pcae^ear el eareo en aetoe distintos entre Antonio Becerra f 
Francisco del Moral y entre éste y el testigo Mannel CelUbn 
Terminó esta diligencia de eareo (dice la constancia) de qae 
Ineron impaestos los careantes, ratificándola y firmando coa 
el G. JaeZi y no finna OeKs. 

A fojas 206| frente y vuelta, declara Antonio Beeem 
y no £rma él jaez. 

A fojas 207 existe una determinación y un informe de 
la Secretaria sin firmas. 

A fojas 21 é, declara Capdeville y no firma el juez. 

A fojqi^ 221 frente exjste una comparecencia de del Mo« 
ral y una determinación que sólo firma éste. 

A fojas 234 existe una comparecencia de del Moral fir^ 
Q^ida por él únicamente. 

La acta de 1 P de Agosto no está firo^ada por el jm^ 
pf^ ninguna diligencia. 

A fqjas 273 existe el auto de citacicm para la insa/onlfM' 
oion y para el juicio y no está firmado* 

A fojas 81 vuelta» 84 frente y vuelta y 85 frente y viteMe 
y en otras muchas, hay firmas del juez que se sospecha estátt 
falsificadas. 

A fojas 182 frente, parece haber sido falsificada la firma 
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dc3 juis eü la (i^Ugeama tfe 6iireo entie d^^onll j Im ftH> 
cías Oarefa j Veffa. 

Al eálee del acta de 1 ^ de Agosto fareee qa^ pretendió 
fálflfflcarse la firma del juez. 

A fojas 84 raelta, €S fiante y 68 (rMtei hay Innas i|el 
Juez que también parecen f ahifieadas. 

fin d inddente némero 9 instruido á J. li. Bamtr» oo 
da fe el secretario de haberse cerrado el aotii es decir^ «p m 
cerró el acfta de 19 de Agosto de 1884. 

A fojas 25 frente y S8 vnelta, no se cerró el acta de 6 de 
Mayo. 

A fojas 100 y 101 vuelta, no se ceitó el acta de tt de 
Mayo. 

A fojas 286 constan las actas de 11 de Ifarzo y 9 de 
Abril de 1885 que no fueron cerradas. 

A fojas 260 no se cerró ai acta de 28 deNoTJembre dq 
1884, la cual está formada de notificaciones. 

Por último, á fojas 184 del libro de isonocinrieBto9 d«I 
J'uzgado 1 ^ de lo crimina!, consta enftrerrenglonado y sobt^ 
el sello. del Juzgado 1.^ correccional, la mionfinnada por cS 
Lie. T. Noriega de que en ese Jui^do se recibió el incidente 
promovido por el Lie. Gómez Poente por calun^nia contra ds¡í 
Moral, cuya razón para darle una apariencia de ilegalidad y no 
pudiéndose borrar el número de orden, está marcada con el 
número 1869 que pertenece á la misma razón de recibo del 
proceso de Alberto D&vila, pero eon un &Í9 tan elocuente 
como la !entrerenglonadura que está de acuerdo con la raaou 
respectiva que tiene fecha 28 de Agosto '(fojas 466) la oasi 
notoriamente es falsa, según lo acreditan las siguientes cones 
tandas que obran en el incidente mencionado y que corre en 
autos. iiESn li* ciudad de México, 4 los 22 dias del mes de 
Agosto de 1886 el Sr. Juez I."* correcdonai en turno. Lie. Gre? 
gorio Gómez Zozaya que actúa por ante el secretario que sve* 
cribe Lia Tibureio Noriega: Visto el incidente que antecedo 
recibido lioy á las cuatro y medía de la tacde y del que se Uh 
mó razón en el lii>ro de gobierno bajo la partida númevo 811, 
determinó que se haga saber al querellante la radicación y 

6 
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firmó al calce. Doy té^^O. Ogrmz Zozaya.--Noriega^ sei 
oretario. / 

Bn 22 del loiamo Agosto, prei^ente el Bepresentaote del 
Minifiterio público 6 impuesto de la anterior determinación, 
dijo: la ojre, ptomoverá las diligencias que estime necesarias 
y firmó al m&rgen haciéndolo al calce el Sr. Juez para ce* 
rrarse el acíta del, dia. Doy té.'^Puente.'^Oomez Zozaya.-^ 
Nóriega, secretario. 

Después de todo ásto y evitando los comentarios que 
deberían ser muy amargos, sólo creemos deber decir: que han 
sido violados, además de los artículos citados del Código de 
Procedimientos penales relativos al careo, los 77i 79, 81, 83, 
lié. 211, 212, 222, 226. 215 y otros que seria ya ocioso citar. 

El Sr. Eguiluz, fuá por fin devuelto á loa oscuros bra- 
zos de la medianía de donde habia* salido para ocupar el alto 
puesto de juez del ramo penal y ésto fué debido sin duda á 
que habian subido á las altas esferas del poder, y apesar de 
la espesa atmósfera en ellas formada en contra del acusado 
por los funcionarios que formaron la instrucción, los rumores 
de los atentados cometidos con del Moral. 

El mismo Br, Eguiluz fué sustituido por el Lie. Enri- 
que Arroyo, que habia de empeñarse más tarde en sostener 
todos los atentados de su predecesor y en enseñar que, el lí- 
mite de la arbitrariedad, era pronunciar una sentencia de 
muerte sin los requisitos legales. 

Trascurrieron varias meses, antes que la causa pudiera 
ponerse á la vista del jurado; y del Moral solicitó una entre* 
vista del Gobernador del Distrito, de quien esperaba conse* 
guir- que le escuchase, para que por su respetable conducto 
llegaran á conocimiento del Presidente de la República los he- 
chos que sin comentario alguno hemos referido, comprobándo- 
los con las constancias procesales que creyeron los Sres. Egui- 
luz y Gómez Puente rrmdas; con la confesión del Secretario del 
Juzgado instructor que estaban seguros no le seria atran«< 
cada á este dócil empleado y por fin, con las leyes que pudie* 
ron burlar, pero no borrar de bs Códigos vigentes. 

El Sr. Lie. D; Cirios Bivas^ tuvo la cortesía de contestar 
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al presQ ealos términos qué reveta la carta adjunta marcada 
con el número Tj como se dice en ella, el Sr. Lio. D. Nicoláar 
Islas y Bustamante por aquel entonces como hoy Secretario 
del Gobierno de Distrito» fué á la cárcel á oir al acusado, quien 
por la primera vez pudo confiar sus padecimientos & quien 
no habia de traicionarle. 

Es de suponerse que trasmitió fielmente al Sr. Rivas el 
Sr. Islas las quejas de del Moral y que comprobada de algún 
modo la justicia con que las hacia, el Sr. Eguiluz no pudo con- 
tinuar favoreciendo los deseos del Sr. Qómez Puent«>, pues fué 
separado del cargo de juez 1 ^ interino del ramo penal. 

Este acto de justiñcacion (el único que ha podido agra- 
decer el acusado desde que se le aprehendió) le hizo concebir 
la esperanza de que podría presentar algunas pruebas ante el 
nuevo juez que suponia habia de ser imparcial. 

Con efecto, el juez propietario D. Jesús Sánchez Míreles 
volvió al juzgado y este Magistrado tiene !a cualidad que el 
acusado buscaba, pero el Sr. Agente, infatigable en sus traba- 
jos de intriga, se quejó de haber sido calumniado por del 
Moral y por la esposa de éste como ae ha visto por las cons* 
tancias respectivas que hemos copiado, y consiguió la inco- 
municación del acusado, y por fin que el Sr. Sánchez Mireles 
fuera sustituido por el Sr. Lie. Enrique Arroyo, quien comen- 
zó a demostrar sus cualidades de juez justo y enérgico con 
una determinación que recayó en un ocurso del inculpado en 
el que se solicitó fuera examinado un interesante testigo al 
tenor del interrogafiiorio que adjuntó, por saber que no podia 
concurrir al jurado y haber declarado con falsedad. La deter- 
minación había de ser despreciada más tarde por el mismo 
que la dio contra el texto expreso de la ley, como vamos á ^e 
rificar. Dice así: nKn el mismo dia 24 de Agosto, el O. Juez 
determinó: que se libre el oficio pedido por el Agente y que 
en cuanto al escrito presentado y que corre agregado, sien,' 
do la prueba que solicita de naturaleza de promoverse an- 
te el jurado, reservándose la que se promueve para este tiem- 
po, con fundamento en el art. é05 del Código de procedi- 
mientos penales, que no há lugar por ahora á practicarse ía 



^ig^W» ^oU^íUdn fí^r el iiiw>p»4«- Pfl^ té que se <?errd ^ 
Ml^ Í9I #1 qne ftcmi^ #1 <?. Ja^i^ Doy t^,'^]SnrigyifiÁrra^ 
«pttVm ^4!0f|.-/(W^ Tetrefl Torva, -Rt^bncR.ii 

P^e Iwgp se vé qae f|l ^rti^irio que 9Í^e dio f cii)4A|9^ni' 
^ 4^t9 determiiUMÚopí no es i^>licable, porque és^e j>reviene 
teztaalmente qae: i»8i de la instracoion ^p^recier^ indicip 1|M - 
Ii^i(fpi|f>aa08peob(^r qoei^gEo teatigo se ha producido coo 
(alaedad, se mandarjia compalsi^ la^ piezas conducentes pa» 
r^ la averiguaeioD d^ eiite deljibo y se formará separad^mea- 
te el oorrespopdiente proejo, sin jque esto sea motivo parm 
qae se sa$p^nda la causa que se oaté eiguien<jo;ii y lejos de 
contener la misma deteripini^cion» los preceptos del artícolo 
cHfido, 9ÓIq cierra la puerta de la prueba y aplaza la recep 
cipn de ésta para un tiempo indifíoido. Esta observación es 
bastante para questro propósito, pero hay alguna otra qoo 
uos p^ede servir también. Pudiera decirse que estando cerrada 
la instrucción no estaba obligado el juez áexaininar al tes^ 
tigo, y esto con i^)oyo del articulo 197 del citado Código; 
p^o aun esté fundamento sefrí^ rebuscado é inútil porque k 
pesar de haberse dispuesto en el art. 197 «que durante 1^ ios* 
truécion nunca podrá el jaez dejar de examinar i los testigoa 
pr^se^^8tl . . . • . y que tiene f ficultad para dar por térmica* 
di| I^ iastruocion cufvndo hay^ reunido los elementos neee 
W^ios p^r^ el ^fecto^tt sin embargOi debe proceder según lo 
prjBvenido eo el art. 225 que cit|i la determinación, porque 
prsicisamente uno de los elemeipitos con que contó el jues, 
eei sospechoso, se presume faUfo y con tal elemento no pu^e 
aT^rigtlfirse l^ verdadi que es la que se busca en la instruc- 
qíou del proceso. EISr. Arroyo puede decirse ya cpi^ fun- 
damento, procuró no separarse un ápice del canino que 
l^^ia trazado el Sr. Qomez Puente y seguido el Sr. Egw* 
lu^ Y no pnjide servir de excusa al Sr. Arroyo qi^e ignoi^- 
hsk lo ocurrido en el proceso, ni puede negar que CQipo el jues 
á qpiansuQ^ó, fi|pri^^m¡go (jlel ^r, Q5mez Pícente y ^ubiepre 
cpfno aquel procuri^ hacei daño 4 del Moral, pprqn^ e^ 
piimer lugar había servido de testigo para arreglar el lanjse 
i^ horporquepropibsimoBal S^iíorEgmlva tomo lo deixi^ie^. 
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tira el acta adjunta marcada con el húmero... tirmkdá t)dt ét 
mismo Sr. Arroyo y porqde hahia ¿Clarado én cóiítra ¿fe 
del Moral en la instrucción de las diligencias pT^éparaiortcíé 
ptomovidas por el Sr. Üomez ^Puente, como Ib acredita 1á si 
guíente dilig^Dcia: En veinte del mismo Enero comparebiiS el 
Lie. Enrique Artoyo, quien pi*evia protesta dijo: así líaMarse^ 
natural y vecino de México en Mixcoac, casado y mayor de 
edad. Interrogado declaró: qíie como secretario del Juzgado 
1.^ correccional le consta\ que en las diligencias practica- 
das contra francisco del Moral por el delito de robo contra 
el 8i¡bbdito francés Pedro Eymin, existió una carta que co 
nnó agregada á esas mismas diligencias, enla cualelin- 
culpado y en sustanciat confesaba á Bymin haberle robado 
un relox y pidiéndole perdón por ese acto: queposteriormen' 
me y ya al presentarse la causa al jurado^ supo por haberlo 
oido decir sin recordará qué persona, que ese documentos^ 
había extraviado, pero sin que isto le conste de una manera 
positiva. Eq lo expuesto se afirmó leída que le fué esta de- 
claración que firmó con el O. Juez. — Doy té: y 'le que agre 
gó que durante la instrucción del proceso no manifestó del 
Moral que tuviera enerhistad con et Agente del Ministerio 
púbticot Lie. Fernando Oómez Puente,^ A\ margen. -^E. 
Arroyo— S. Míreles. — í. Torres T., setíretario.ti 

Esta pieza de autos no necesita más Comentario que esté: 
si el Sr. Arroyo supo que se cometió un delito y no lo denun- 
ció, faltó & la obligación que le impone el artict^o I.^ del 
Cddrgo penal; también faltó á la misma obligación por no ha- 
berse presentado como testigo del cargo cuando fué jileado 
del Moral por el robo que el testigo expresa. Pero á decir 
verdad, lo que sucedió fué que por aquel entonces, úo era 
grande amigo del Sr. Qómez Puente, como lo ha sido des- 
pués, y de lo cual da relevante prueba con lo que >' agregó w 
i su declaración. 

Ya nos hemos ocupado en otro lugar de observar que las 
diligencias previas, de las que forma parte interesante la de 
claracion que acabamos de copiar, pertenecen al ptoceiso,son 
parte de él ya porque el proceso privio debió acumulares 
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de hecho y de derecho, y no de hecho solamente como hi 
encedido despnes. Pe^p dijimos que el que debió hacer h 
acamulaeion fué el juez Arroyo, pues que deben estar inte 
groe los autos que se han de poner á la vista del jurado, j 
se han de remitir si hubiere apelación al tribuna) de derecha 
Los autos no se integraron ¿por qué? porque en ellos esta 
ba la prueba de la notoria incompetencia del Sr. Arroyo pan 
conocer de ellos, pues que el articulo 620, fracción 8/ del Có 
digo de Procedimientos penales, de acuerdo con lo preceptna 
do en las leyes 9 y 10, tít. 4Í y en la 6^ tít. 7^, part. 3.*, de- 
clara que es impedimento para conocer de un juicio, el hecho 
de haber declarado en é\. El artículo dice: **Todo8 los juem 
del ramo penal están impedidos de conocer en los casos «i 
gvdentes: VIIL Si el juez há sido testigo en el NEaocio 

DE QUE SE TRATA. 

Para que pueda comprenderse mejor todavía la incompe 
tencia del juez Arroyo, para ponerla de manifiesto á no dejra 
duda y para probar el acuerdo entre este testigo del Sr. 
Qomez Puente y este Magistrado, véase la siguiente cons 
tancia en la que campea una firma, que fuá necesario poner 
para enterrar al elocuenfie incidente, como fué necesario po- 
netla para determinar el entierro de del Moral, dice: t*Aato 
de remisión al correccional. — En el mismo dia dada cuenta 
al juez suplente Enrique Arroyo, determinó: que no siendo 
estas diligencias incidente del procoso centra del Moral, pnes 
se refiere únicamente & la difamación del Agente del Minis- 
terio público, Lie. Fernando Gómez Puente, cuyo delito sólo 
se sigue á petición de parte y corresponde á la jurisdicción 
de los jueces correccionales, arts. 646 y 648 del Código penal, 
y 36 y 343 del de Procedimientos penales; que se remitan 
estas diligencias al juez correccional en turno. Y firmá- 
Djy fe. — E, Arroyo. — T, Tonyes Torijat secretario. »i 

El Sr, Arroyo declaró que no eran incidente del proce 
so, las diligencias promo vidas por el Lie. Gimez Puente, por 
que se refieren únicamente á la querella por difamación de 
este señor. Este aserto es falso, pues se refieren unas veces 
al robo de quinientos pesos por el que fué juzgado y absuelto 
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del Moral; otras, al robo de ttn reloz qci6, según aseguró en 
estas mismas diligencias el mismo Sr. Arroyo, declarando 
eomo testigo, le constaba haber visto la carta en laque confe- 
saba del Moral que había cometido ese delitOi y también se 
refieren las diligencias al extravío sospechoso de esa preciosa 
prueba. 

Esas diligencias pues,|no servian solo para averiguar la 
calumnia, que sí es verdad que sólo puede perseguirse á ins- 
tancias de parte, sino que servian también para la averigua- 
ción de los dos delitos denunciados por el Sr. Arroyo, el ex- 
travio de la pieza de autos y el robo del relóji que no nece- 
sitaban de la querella particular, sino de la intervención del 
Ministerio público para que pudieran continuarse, acumulan 
dose como lo ordena el Código citado. No es una razón acep"* 
table la que funda la declaración del juez, que adem&s de 
determinar en la causa en que declaro como testigo, falta k 
su deber, no sólo por este motivo, sino por no haber decretado 
la acumulación. Pero la salida que encontró el Sr. Arroyo pa 
ra escapar del cargo, fué tan torpe como ridicula; lo primero, 
por lo que llevamos expuesto; y 16 segundo, por que su misma 
declaración que nada dice de la calumnia á que se refiere en 
el auto de remisión que examinamos, sólo se compone de las 
revelaciones sobre delitos de los que no se tenia noticia, pero 
de los cuáles asegura que de uno de ellos es responsable del 
Moral, y del otro deja & la consideración del lector, si del 
Moral será ó no el responsable 

Prescindiendo de que debió hacerse la acumulación de 
procesos, y sólo ocupándonos del carácter de incidente que les 
niega el Sr, Arroyo á las diligencias preparatoriixs de difa- 
mación y calumnia, se hace necesario «ecordar-una vez más 
que el Sr Agente produjo algunos capítulos de su requisito- 
ria en el proceso de Eymin fundados en estas constancias, si 
bien olvidó el nombre del Sr. Arroyo al hablar de los testi- 
gos y al citar á I03 que fueron exami nados, aquellos que ade- 
más del mismo Sr. Arroyo, del Sr. Eguiluz y del Sr. Torres 
Torija, hizo declarar en las diligencias de que nos ocupamos. 
(Véanse los libros citados, el uno del Sr. Vicente Rámirez, y 



et otro d« los Sfee. liof. P^ida, Dablan y Yelasca, antes oien* 
oÜMiados.) 

▲demás: la 2^ Sala del Tríbi^oal Saperior opinó como 
aosotros^enando dirigid al jiusgado 1* correccional, al qne por 
estat también adscrito el Sr.Q&mez Paente, pasaron las dUi* 
genoias, el siguiente oficio: "Un sello que dice: Tribunal Su 
peiñor d« Jastieia del Distrito. — Segunda Sala — Necesüando 
este Sala tener á la vista las diligencias promovidas por el 
Jmi FenMmdo Qómez Puente contra Francisco del l^oral y su 
espdsa por difamación; por acuerdo expreso de aquella dirijo 
á vdt el preseüte» á fin de que se sirva remitirlas originales. 
Libertad y Constitución. México, Octubre 15 de 1885. — F, de 
A, Osomo, secretario. — Al juez 1? correccional.— Presente.— 
Al laárgan. — México, Octubre 15.— Remítanse originales las 
diligencias.— Búbricadel juez.ii 

Si este cuerpo no hubiera considerado parte del proceso 
esas diligencias, ¿para qué las pedía? ¿Tiene acaso facultad 
para pedir prcícesos á los jueces cuando no tienen relación con 
el que vara failar, y cuando su estado es el de estar abierta la 
averiguación del delito que se persigue? 

Sidria ourioso que para fallar una causa de adulterio, hi- 
jciérar veniíT 4 su vista ese Tribuna), la que se instruía sobre 
vtolaeton de despachos telegrá/fícos ó sobare destrucción de la 

ptopiédad ageoa 6 sobre falsificación de llaves. 

Otra razón ({ue nadie puede desconocer, para sostener 
que las diligencias preparatorias debían formar parte del 
proceso de del MorcJ, es lo declarado por los Letrados Egui* 
luz y Torres Torija, de los cuales no debe olvidarse que el 
ptimexto, dijo dando le razón de su dicho, que le constaba por^ 
que la revelación á que se refirió, la hizo del Moral en su in- 
quisitoriay es decir, en el proceso, en >1 que no se hizo cons- 
tar, y el segundo dio pofc rafson de su certificación, que le 
constaba el hecho como secretario» porque la revelación la ha- 
bia hecho del Moral al rendif su preparatoria. 

La verdadera ra^n que impulsó, que obligó al Sr. Arroyo 
á proceder contra derecho, fuá la voluntad del amigo y la ma- 
la voluntad q¡ue ht^ia demostrado tener el mismo Sr. Arroyo 
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contra del Morali deolari^ndo en aa contra en las mismas dáli^ 
^eryyias ó en ei mismo proceso que alejaba de su vista, no coa 
el auto en que expresara que no podia conooer de él porque 
la ley se lo prohíbia; sino (andándose solamente en la opU 
nion del Sr. Qómez Puente que según convenía á sus intere* 
sea era Agente del Ministerio público 6 querellante en el 
mismo proceso que promovió. 

Hé aquí la opinión de este señor expresada con el prime* 
ro de los caracteres que representaba: n Comparecencia del 
lite. Gómez Puente. En 20 de Agosto compareció el Agente 
del Ministerio público Lie. Fernando Qómez Puente y dijo; 
que estas diligenoias no son incidente del proceso que se in^^ 
truye á del Moral por homicidio, sino que las ha promovido 
por la difamación que del compárente hizo del Moral en la 
audiencia del primer jurado, por la que hará valer sus accio« 
nes como y ¡;cuando le convenga, y pide al juzgado que se la 
expida copia certificada del escrito de fojas uno, declaración de 
fojas dos de de! Moral, ampliación de éste de fojas siete, de la 
señora de del Moral, notificación de foja^ dos, certificación da 
la Secretaría fojas do^ vuelta, declaración de Tomás Bguiluz» 
determinación y ampliación de del Moral de fojas dos vuelta 
y cuatro, declaraciones de Oárlos Pina, Francisco Salgado» 
Alberto Serralde y Manuel Mateos Alarcon, y firmó. Doy fá« 
—Al margen. — Puente.u i 

Conjesta constancia «'procesal se deduce] claramente 'qi^s 
resolvió el Agente antes que el juez, el punto de derecho y^ 
que pidió aquel las constancias que creyó convenientes para 
agravar en la audiencia del jurado la situación del acusado 
con cargos que destruyeran la cosa juzgada. Antes se ha 
demostrado que se privó á del Moral enviando el expedienta 
á otro juzgado en el que estaba también adscrito el Sr. Ido^ 
Gómez Puente, de los medios que hoy tiene para esclarecer 
la verdad y descubrir las maquinaciones de que fué objeta 
^véase la requisitoria adonde nada se dice de la calumnia de 
que hablan las diligencias y se acentúa y se asegura que oo« 
metió el delito de robo) y por último, que el Sr. Arroyo. hA« 
hiendo sido como el Sr.. Eguilud verdadero esclavo de ñm 

7 



pilsioBet 7 de tas del Sr. Qdmce Fii6»4», fué tebeltíe al eüOK 
pliaiiMik» de so deber^ no sóio por batmr ^^éBtí&embiraáó «) pt^ 
eesp por facÉnietdks formado «oñtra dei Hor4i), sido por haber 
eoopoido de él contra la expresa prohibieíon de ta hy. 

Por fin, j tomadas todas las medhlas para producir ai^ 
gran eseándalo» ee señala dia para que se Térifique ht audiec- 
oia ante el jurado. 

' í Se conviene con antioipaeíon en las resotucioties que en 

él curso de ia faknosa audiencia se ban de dar sobre deter* 

fÉinados pontos; se reoomtoada el €V)aviter in nwdo j sobre 

todo el fortiter vnréiñ^ía faipoeresfa y el atentado; se con 

^neen «|né testigos deberán declarar^* ^e conviene también en 

decretar la inoommiícacion del abusado que babia prüducMo 

4an buen efecto para el fin ds dejarlo lo más indefenso que se 

pudiera; se piensa en el lujo de la fuerza armada y eti que )a 

«odieacía se hiciera durar machísimos dias, auytqlie se fasti- 

^aran todos: se arreglan ciertas escenas de maravilloso efecto, 

^mo la inspeceion ocular al excon tiento de S. Gerónimo, dili» 

Keneia en la qne si bien se negaría á del Moral concurrir pa* 

fa qfite no se efectuase eon ninguno de los testigos con quie- 

4tilBB habia sido confrontado, careo algume; eh cambio, concu- 

rtíria el reo confeso, Le'on, de qui^n se deoia babia de salvarse 

^ la pena die muerte y de quien ee deeia también que acaso 

eería puesto en libertad; se piensa en e4 námero de colches qlte 

iMibia de llenar la «alie de Cordovanes «o sólo para llamar la 

etettcicMi pública excitada por todos los medios posibles, sino 

ij^a que los juradoe y todos los del tolle folie, fuesen á he- 

^rorioarée visütando de noche una lóbrega bodega, acompa- 

-fiados del que teiúa libertad de inculpar al atrsente. del que 

^IfiKlia decir: ^eók) fui testigo, «1 culpable es del Moral, n y 

tsKetft los horriMesJdetalles del homicidio de qtie fué co-au* 

toi^ y se pienea p<ñ(último en un aelM de salvajismo: en amor- 

4tmx ai único que estaba al tanto de todos los abusos, de 

todee ios aitesiltaAosqtte ceiMtftuian delitos cometidos al pra^ 

«tcatse ta inaénwdiotí y attn en la t^iM defl proéeso, porqae 

^Iksámxk y Mn ritim2^ l^s^tíntmdMé al pueblo qtie jti^ 

^te y >i[aéfiidMa4e«|feit«r éttei áüteanlé decidir de la suerte 
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de aqnel Mtieado qtie estaba cada ves más odiado por ios maM*^ 
JOQ de 808 enemigos allí yedtidoscon el ropaje de lamagistrl^ 
toira» pero que tenia Q(Hno tiene hoy, derecho k ser juzgando pp^- 
foripe í, las leyes y no conforme al capricho de los que \(> 
i^tropellan toda, aunque sea la santa majestad de la justicia, 
sxinque sea la vida de un hombre, pues para olios, como para 
el poeta español, ésta nada importa! 

D^l Moral, no estando incomunicado cuando todo este 
aparato escénico ae preparaba con febril placer» llrgó k saber 
algo y ocurrió de nuevo al defensor que le habia negado su 
débil ayuda por el disgusto que le produjera la conducta de] 
juez £gui1uz, y se dirijió también á la Secretaría de Justicia 
informándola de los impedimentos legales que tenia el Lie. 
Arroyo para conocer del proceso. La Secretaria nada podia ha- 
cer k ese respecto porque no le constaban los impedimentos 
& que del Mcral se referia, y porque creyó con la candidez 
de la honradez que existiendo dichos impedimentos, el juez se 
apartarla del conocimiento del asunto tan luego como se le 
recordaran. 

Las siguientes palabras empleadas en la comunicación 
adjunta marcada con el niimero dos explican et^te aserto y 
prueban el editado de ánimo de del Moral cuando se atrevió k 
solicitar como último recurso la intervención del Ejecutivo 
de la Union. Dicen así: «'Dada cuenta Con el ocurso de vd., 
fecha 27 del mes próximo pasado, el Presidente de la Repú- 
blica se ha servido acordar diga á vd. en respuesta: que el Juez, 
aegdn las prescripciones de la ley, tiene el carácter de Pre« 
aidente de la audiencia ante el Jurado y por lo mismo á él 
debe vd. dirigirse para que determine lo conveniente sobre lo 
que vd. pretende.» —Libertad y Constitución, México, Se- 
. tiembre 1.*^ de 1885. -P. A. D. G. S. J. N. García, O. M.— Al 
procesado Francisco del Moral. — Presente.» 

Veamos ahora las determinaciones convenientes del Pre- 
sidente de la audiencia y cuidemos de su comprobación. 

Después de pasarse lista de los jurados se leyó la de los 
testigos. 

fikitóiMes según refieren las crónicas que forman palote 
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úe la prueba en el presente jaido, se vio qae no habian stdo 
citados varios de los que los defensores de del Moral y éste 
habian listado, como lo ordena el art. él6 del Oódigo de Pro* 
oedimientos Penales; este hecho está comprobado por el di- 
cho de los escritores que se han examinado para apreciar como 
exactos los hechos que refieren ^n sus libros y también por 
el acta del jurado. 

A nadie que conozca los hechos que hasta ahora van refe- 
ridos, se le ocultará que uno de los principales testigos en la 
audiencia que iba á tener lugar, era el Lie. Tomás Eguiloz; 
pero suponiendo por un momento que no hubieran existido 
tales hechos, bastaba con que hubiese tenido el mencionado 
abogado completo conocimiento de ellos y que constara como 
constan en esa instrucción, que del Moral no habia podido 
comunicarse; y en el incidente de calunnnia, que el Sr. Egai- 
luz declaró en contra del mismo acusado, sin que el juez 
en esas diligencias instructor, procurase él careo respectivo, 
para que se comprenda toda la importancia de la presencia 
del Sr. Eguiluz, quien no sólo había de declarar, sino que ha- 
bia de ser careado, ya con del Moral, ya con los testigos qae 
éste citara y que podian hacerse comparecer y que no eran 
otros que aquellos empleados de la cárcel, que no sólo estuvie- 
ron al tanto de las visitas del Sr. Eguiluz á del Moral, de los 
cuales nos ha hablado el Secretario Torres Torija, sino los qae 
pudieron estar al tanto de la riña que tuvo lugar entre el 
mismo Sr. Eguiluz y el acusado; y en fin, habria sido careado 
con otros testigos importantes, como con todos aquellos qvs 
caswcUmente pudieron ver á del Moral antes de las diligen- 
cias de confrontación. Es verdad que se citó el domicilio del 
Sr. Eguiluz equivocadamente, pero si hubiera cabido justifi. 
oacion, y no el deseo de entorpecer con medios que revelan ma- 
la té la presencia de ese testigo, se le habría citado en su ver- 
dadero domicilio, pues que éste no podia ser ignorado por los 
señores Qomez Puente y Arroyo amigos del testigo y porqae 
era de pública notoriedad que vivia en Gaanajuato y se oca- 
paba de redactar un periódico que, como dicen muy bien los 
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libros citados, exhibimos en los momentos en qne se trataba 
dé la comparecencia del testigo. 

El artícnlo 456 del Código dQ Procedimientos penales pre» 
viendo el caso, establece: uSi alguna de éstas (las partes) 
declarare esencial la presencia de algun testigo que hnbiere 
incluido en su lista» y que su declaración no puede suplirse le** 
yendo la qué hubiere dado durante la instrucción» el juez man* 
dar& buscar al testigo, y ú fuere necesario, que sea conduci* 
do á la audiencia. Si ni aun por este medio se consiguiere la 
comparecencia del testigo; se diferirá el juicio repitiéndose 
todas las diligencias desde la primera insaculación, pero sólo 
en el caso de que el juez, en vista de las explicaciones que hi- 
ciere la parte que hubiere pedido la comparecencia del testi- 
go, estimarse que en efecto es indispensable la presencia de 
éste. II T el 457 del propio Código agrega como complemento» 
qne: nSólo por una vez se podrá diferir la celebración del juí* 
oio por la falta de asistencia de un testigo determinado: por 
lo cual, si las partes 6 el juez temieren fundadamente que el 
testigo falte á la segunda citación, podrá decretarse que se le 
examine por el juez antes del dia nuevamente señalado para el 
juicio, en el cual se leer& la declaración que hubiere pro- 
incido, u 

Estos artículos, cuya exacta aplicación habría sido decla- 
rar esencial la presencia del Sr. Eguiluzy aplazar el juicio, si- 
quiera fuese para leer<)e la declaración que hubiese dado al 
juez de'su domicilio á quien, como sostuvimos, en tiempo h^* 
bil debió exhortársele; estos artículos, repetímos, fueron des- 
terrados del Código en aquellos solemnes momentos en que 
comenzaba á ponerse en escena un drama no menos tenebroso 
que el que tuvo lugar en el ex*convento de San Gerónimo. 

El que tan importante papel habia representado en el 
primer acto, debia ser protegido por los dem&s que iban á 
representar en el segundo un papel más importante todavía. 
Fot esa razón, el juez Don Enrique Arroyo pronunció la si- 
guiente determinación que consta en el acia de la audiencia* 
iiS O Juez, determinó: que el testigo Eguiluz fué diado opor- 
tunamente en el domicilio indicado en la lista de del Moral, en 
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doÉide no ae eneontró, j sagan incUoó el Be. Alfávo, se enciMil« 
tra muy í^jos dé la jwriadiccion de este ^uzjfadís y poflf eonei' 
guíente, de sus f(iouÜade$ para hatada comfca^eet»\ qvie ráS' 
pBcto de ese testigo se ha wmpUd& oün lia ley y por ato foMdb 
de ooTnjpareflsncia no debe suspenderse la audUnoiai eupuM^ 
to que sabiendo que estaha en Guanajuotio tooaha á laponie 
del inauLpado haberlo presentado en la o^dieabiauí 

Noaobroa, q^ eoliooiamos toda la trama} todes los utaae* 

jos que hemos hecho constar coniprQb&ndolos gr nMiobo3 otros 

que no hemos apuistado, porqne son de difídl cotnprebacioni 

qahíoaos poner á porueba la justificación del Sr. Arroyo» del Se* 

doinez Fuente y también la del Sr. Torrelí Torija. Por eso» y 

usando de an derecho qae para esclareoier los hechos tenia* 

mes, diiamo^ como testigos listándolos oportunamente oomA 

eonsta de autos^ al Sr. Lie. Gómez Puente y al de igugl clase 

Torres Torija. para que declarasen como testigos en la áudie«* 

oía; peto^ notamos sin sorpresa» sea dicho en obsequio de \A 

verdad^ que estos señores oeuf aban tranquilamente sus pues* 

tos, el primero en la barra de la acusacicm y el segando et) al 

lugar que cerca del juea ocupa el secretario. Esperamos el 

momento de reclamar tamaños agravios é hicimos la reclanaar 

oion no citando el art. 423 de Código de Procedimientos Peo»^ 

les 4 que se tefisne el acta err^Hg^eatmente, sino ^1 42S á que 

témbien ise refiere y Htco: wEl Mini^erio público, la paree 

bñ^il y BL PSOOBtiADO, quedan en libertad para presentar pett 

e^ ifi,isvws sus teati(fos el di% de la aUdienoía ó para pedir «í 

Tribunal que se (es cite por la Seor^Uríati Ji^io par^ ebviar 

dii^usiones iiivátiles que se bur^oabtai por ei j^ueE que estaba 

t/^ükti agsirrado 4Je iin»,aseaa ardiendo^ para salvar aquel }^e- 

cipicioque^bria la defieusa adonde amenazaba buadiiise gran 

pacte del plan convenido entre aqut»llo«i que debían de tiévar* 

lo Á «abo^ 

Por eso el Sr. Arroyo estimó que &1 (i^Cen^or dtabat/irunfio 
^citado antíoulo (véanle ias prímerfii fojaa del aiM^y de l^ 
Üjkfis fiíkados) y sostuvo que ese artículo tn^nkk relaciofits«a 
l^aeirtíeuWs 4^ ^l(t al 481» io e«al es.ei^terameifte|a<lút>«plf|s 
4ado»dslt)d^«6ef tíñalas Uetas4ett«siiicas y aI elkftád fM 



m 

^ d^fowpftftt reAdrft«l>caaQ Jin qw {Hiedan mr proaeirtacU» 
los testigos en la auáhencia, sin que hayan podido «er li^a« 
4ÍaB por ignorarse sn^ nombres 6 domicilios ¿ por otra eaosa, y 
se re6ere también a^ easa de que teniéndaBe noticia délos Ie6« 
tígos fue^t del tiempo ^n el que debieran haber sido listado^ 
puedan baber<ie ún embargo con la simple eitaelon que, oomer 
s« ve todos los dias en la práctica, se manda evacuar por lo^ 
joacea que no tienen más empeño qne el esciareeer la verdad^ 
Bsoe jueces accedan no sólo al eEámen de testigos necesarioer 
sinoá la prácdcade otras diligencias probatorias exigidas poé 
«1 gii^o de los debates, tales como la inspeecion ocular q«ie ek 
mismo Sr. Arvoyo practicó llevando consigo el personal del 
Jurado y á todas las personas que pudieron caber en los co*^ 
obes qne bien caro é inútilmente pagó el Tesoro Nacional. 

Et acta, en la cual no se denuncia la impertinencia con 
qne el Sr. Arroyo qiieria corregir el ejercicio del derecho de 
defensa hasta inculpando al defensor de que alegaba leyes 
truncas, el acta refiere, como le plugo al señor Secretario qne 
lá formó, el incidente en estos términos: **El Lie AlfarQ di 
jo: qne oportunamente pidió que fivesen citados como testigos 
^l Secretario de este Juzgado y el Lie, Femando Qóm^ 
Puente, que en cuanto al primero^ fvJt desechada supeticiorí 
no obstante lo dispuesto en el artículo 423 del Código de Pro^ 
caimientos penales, pero le queda el recurso de presentarlo 
en la audiencia^ conforme al 422, dándoles lectura^ Mjué» 
manifestó que se sirviera leer el defensor todo lo rdqitivo oí 
üitado articulo, y no lo citara trunco, pues ese articulo se re* 
feria á testigos listados en tiempo oportuno; y como 4-^fc^' 
nf se descomidiera ^n Iq, coVftestadon, s^ le amonest^^ pQjr ef¡^ 
juez qvffC observara moderaoion, Qae respecto del LU- Qóm(^ 
Puente, continuó el defensor Alfaro^ iK> debia permokWO^^ 
tn la aué^ienda con el carácter de Agente del Mini^^eriif ^^r 
hfifQ, eina primnt<nrse ^ ella í¡Qnk9 testigo; mn^ »im4í9 0%v< 
ta^^jpor el ina^lpodo ,ieí M^roh im w^di» ^Mofrar yérifit^ 
tm ^oitar l^s dereA$e que om rei^i^n á l^4eeiigQ$ am^x 
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audiencia^ á menos que otro Agente del Ministerio se pre- 
sentara llevando la voz de la acfki9acion.M 

Esta constancia demnestra, qne el jaez deseaba á todo 
tiance que no se separase el Señor Agente de sn puesto; pe- 
lo ante la evidencia de. la ley citada, y no encontrando el 
medio de probar que no era aplicable, el Sr. Arroyo tuvo una 
{qIíz idea: la de sorprender al defensor pidiéndole el interro- 
gatorio escrito de las preguntas que deseaba hacer al Señor 
Agente» Es decir: implícitamente declaró que era testigo eL 
Sr. Lie. Oomes Puente, pero se reservó declarar después qu& 
examinase el interrogatorio, 6¿ el testigo era ó no necesario;. 
fii debia ó no declarar en la audiencia, pero como el defensor 
se resistió, ee le conminó con tenerlo por desistido si no acce- 
día, y fue preciso para salvar el conflicto en que se le pusoí 
que presentara un interrogatorio cualquiera para llenar la 
forma y no el que se esperaba: aquel en que debia denunciar 
una parte del planMe la defensa. 

Todo esto que parece increíble, lo refiere el acta así: "EL 
juez suplicó al defensor hiciera por escrito las preguntas gtte 
queria contentara el Agente del Ministerio Público^ para 
que se agregara al proceso y en su vista determinar lo con- 
veniente. El defensor insistiólen su pretensión alegando d 
articulo 4^3 del Código de procedimientos penales, alegan 
do que no convenia que se supiera en ese memento cuáles 
eran las preguntas que ibaná hacerle. El Juez suplicó de 
Wievo al Lie. Alfaro presentara por escrito su inteiTogato- 
riOf entendido de que no era para publicar las ptegy,ntas 
sino para que U se formjara juicio sobre la compatibilidad 
de ellas con las Juncifmes de Agente del Ministerio Público^ 
y que de no Jiacerlo se le daria por desistido. El Lie Al- 
faro protestó contra esa determinación y pidió se hiciera 
¿imstar en el acta, poniéndose á escribir el interrogatorio. El 
jtiez determinó que se hiciera constar esa protesta. Ydespnesr 
«>él defensor Alfaro presentó el interrogatorio que se agrega 
7 después que de él ae impuso el íuez, resolvió: que relaeio* 
ná&dose las preguntas que hace el defensor á causas en las 
que el Lie ChHnez Pumie ha int^ryenidb con el carácl^ át^ 
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» 

Agente del Ministerio Páblico, oontinnara dicho señor con ese 
mismo carácter en esta audiencia. El Lio. Alf aro pidió la revo- 
cación de esa resolución, y el juez dijo: que no la revocaba. El 
lác Alfaro pidió y el juez dispuso se hiciera constar así en 
el acta.ft 

Con los incidentes relacionados y con la determinación 
trascrita, se vé patente la violación de los siguientes artícu- 
los: el 41é del Código de Procedimientos Penales, porque no 
se citó al testigo, el 422 del mismo Código porque no fué ad* 
mitido habiéndolo presentado y el 209 del mismo Código por 
que éste no exceptúa al Agente del Ministerio público de cum- 
plir con la obligación que á todo ciudadano impone el art, 1** 
del Código Penal. 

Por este medio i todas luces indecoroso é injusto, se coar- 
ta la defensa al acusado del Moral. 

El mismo juez, como era de esperarse, poniendo más de 
relieve su imparcialidad y su justificación^ determinó que 
el Secretario Torres Torija no tenia tampoco el carácter de 
testigo. Para hacer esta declaración no exigió interrogatorio 
du señoría, ¿t^ara qué? Si no tenia autorización por la ley 
para exigir que el acusado ó sus defensores externaran la de- 
fensa que habian de hacer; y por otra parte ya tenia el jueis 
la evidencia de que no podia conseguir este objeto ni con' el 
apercibimiento, ni con el insulto al defensor ¿para qué exigir 
tan inútil como ilegal formalidad? 

De plano pronunció un despótico "no ha lugaru y esto 
fué, si no mis elocuente, más breve. 

Siendo, como es notorio, necesario el examen de los tres 
abogados mencionados, del Moral quedó á merced de dos dé 
ellos y de otro que también debió declarar porque también era 
testigo, como en otro lugar hemos probado, del mismo señor 
juez D. Enrique Arroyo, quien conociendo del proceso come- 
tía deliberadamente un delito, que castiga el art. 621 del Có- 
digo de Procedimientos Penales con la penalidad espresada 
•n erart. 1062 del Código Penal, pues que los motivos espre** 
sados en la fracs. UI y YIXI de> art: 621 citado, comprendenr 
por deeirlo así al magistrado que no sólo no se abstuvo de oo* 

8 
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Qooer por oalar impedido si^^n estad leyea; sino qpe aprovecb^ 
9I impedimQoiíQ purn dejar indef enao al ^c^sadp á quien ¡W 
gaba. 

Otros testigos también interesantes no fueron e^apiOi^*^ 
dos, por ejemplo: Severo Becerra* cuja comparecencia bj^ea 
pudo haberse obtenido en seis días y catorce horas que duicaroo 
las audiencias del célebre proceso, estando el t^^tigo cerca da 
la capital, en el Monte de las Crufes según qBjcio de la Co- 
mandancia Militar que corre en autos^ y al cual se refieret ^1 
acta; el testigo Fr^^nciscp Noriega que viviendo en la capital 
y teniendo un comercio al cual atendía como era de pábUi^a 
notoriedad, no pudo el juez hacerlo aompareper en ninguna 
de las audiencias, según es de verse en el acta^ en la que 
consta también que el defensor que hoy pide justicia, solicitó 
la suspensión da la audiencia hasta que pediera contarse Qon 
el testigo necesario é interesante á que bace^refe^eijiciaf y tam* 
bie^ fué desechada «^a pejl^cion c^mo 4^9 hulera estado' 
fundada ei^ la ley, (ftjrt. 427. 06digo do Procedimientos líe- 
nales} que con anterioridad había invocado (fpjas 271) y como 
si la misma ley (art. 456) no le otorgara aj proofsado el deror 
cbp de declarar eserwial la pre,sfitAcifk del testigOnEl acta ro* 
fiero, que el defenfior explicó el motivo por el ^al djsbia aa^ 
limarse ^^omo esencial al testigo y las ra2y)nds oondansada^ .eo 
parto en la dioba aeta no dejan duda de la necesidad que hi| 
bia de escuchar al mismo testigo. 

]^a referida acta contiene la dotermif^aoion del jue^ pn la 
que dice, ser irrevocable la deiQlwra^ioa q^e prox^uncüp solara 
la no admisión 4^ los testigos pon que ol acubado adioioa6 la 
Usta epn apoyo 4el art. 4f23» Cló(Mgo de F^oaedimioptos Pon^ 
i^s y contiene las protesta? qw hiiso eíj ^tm^<^ <3on*ra asta 
lAJfista d^^^D^ipacion. De ma^^a e^ qua m »^ ^omintió m 
el iate^tado que hi^o el Sr. Arroyo al. df^r^ch^^d^ d^£enia. p^jw 
d,9 fkrrejbató al acubado la prueba testimonif^l. 

Bl señor jue^v al a^^^er i la petici($^d^Í ;Mjin^^ ^ 
blioo sobre que se trasladara el jwmdQ al e9:cpi|^van|(>o 4p Sao^ 
Jerónimo (véafo al ao^) mega á^l Moral el Mfeo que 4rt9 
pide Jkoufta^lU lugar c(m io^ ^eiol^os 4ol mm<^ %^\fhím k^ 
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l>iftadfiolm^ft en sa <ioiitra: niega á León» «i roo oonfeae» Miatir 
& hk impéociosk oMlar, peto a^ede por fin á la f>«ÍiotoQ de éste » 
8uaaaoe(kr á la de del lioraU El acto refiera estos beidio^ qaa 
aoaao ae creyeron 8i|i yalorj j por o^ constan en el prooeao, eof* 
mosi no debiera tener itnportaneía para un tribunal jasto, hk 
falto de pruebas para ele^clareoimiento del hecho que deba 
castigar; oomo si importara poco para ese tribanal« qua la per^ 
Bona del delincuente fuera la del acusado ú otra cualquiera. 
¿Qué habría pensado el jurado si loe teatígos que hafáan de* 
puesto contra del Moral hubieran dicho: i«no es este al que 

noa referimosit? 

Cero e$t& averiguado que la ley no era la ley en ese en* 

tánees y que la yolnntad del juea era la suprema ley. por la 

cual habia de eocseguirse el fin aoordado: la condenación i 

muerte de aquel & quien se le atacaba eo auseneiai como lohi> 

Z0 León, según lo refieren las crónicas que tienen el valor de 

deelaraciones por haber sido ratífi^adas por svis autores en 1a 

presencia judicial Aun ba]f más| y eata tO denuncian 1^ cr^ 

uieas y el act^: se procuró impiresionar ial jurado de tal suerte, 

que excitado, viniera al lugar en el que ^e encontraba el aou* 

sado k quien se había atacado haciéndolo aparecer como el 

m^ culpable, como el único se puede decir» pues que el reo 

que confasaba, Laon^ sólo qe. reservd el papel de eómpUc^i y 

todo eso se hizo para qqe no pudiera el jurado apreciar ai* 

quiera lo que importaba la falta de defensa y exclamara sin 

vacilar: níes culpable, coildeBémósUI!ii 

Ei jue^ y el Ministerio público, al practicar esa inspee^ 
cien ocular que se llamó visita domÍGÍliaria, quisieron que 
el jurado Ip oonueiera todü, ha$ta las habitaciones de los tea^ 
tígos» vecinos del exconvento (véase el acta) pejro evitaron el 
careo pedidla por el acusado duiwa^ la ima^rueeion y w 1^ 
andienoia, 4 hioteren a^i la «^e amarf a biarla dt IO0 l^rts, S34« 
^5 y 236 d^l Código de proeedimieiltos pi^nales citado. 

Pasando por alto otras violaciones fe l^y« tcatew)B de 
la mAs traseendental: del Amordasaoriiento del defensor que 
teqía todos M secretos de del Koral y todo al valor de dep* 
49l»EÍrlas m la audi^Q9Íft> Fíbut^ ^<¥no pudmfi aparec!^ m^i^«ii»l 



6a 

tratándose de él mismoi toma de los tiApnnteen de Casación pre- 
sentados por el elocoentípimo abogado y decano de la Def ensat 
D. Luis Q. de la Sierra, la siguiente exacta narración de los be» 
dios, de la cual deben descartarsesolamente, las frases que pu- 
dieran ser un elogio para el suscrito defensor, que pareció te^ 
mible á los señores Gómez Puente y Arroyo U célebre noche 
en que se condenó á muerte á del Moral. Dicen los nApuntes:» 

iiEl Presidente de los debates Sr. Arroyo, se regocijaba 
con la idea del suceso que habla tenido su inusitada severi- 
dad. Así pasaron seis días fatales de sesión, peio era nece' 
Bario que el Sr. Arroyo sellara con un lujo de crueldad el úl"^ 
timo acto de sus funciones en el célebre jurado. Se convino 
eon el, Presidente de los debates, que hablarían primero por 
la defensa de del Moral, el practicante de jurisprudencia Sr. 
Diódoro Batalla y el Sr. Lie. Francisco de P. Segura, que en 
seguida usarían de la palabra los defensores del inculpado 
Francisco León, Sres. José Ramos, Lie. Luis O. déla Sie- 
rra y Lie. Bafael O'Horan, y los defensores de los inculpa* 
dos Hernández y Becerra, cerrando los debates y la discu- 
sión el Sr. Lie. Francisco Alfaro, defensor de Francisco del 
Moral. 

Este fué el pacto, ésta la convención celebrada con el Pre* 
Bidente de los debates Sr. Lie. Arroyo, quien mostraba una ab» 
soluta condescendencia con el cuerpo de defensores de los 
cuatro inculpados. 

Siguiendo este acuerdo, el Sr. Diódoro Batalla usó de la 
palabra y haciendo más de lo que podia esperarse de un joven 
de su edad, inició apenas los primeros elementos de la defen- 
sa de del Moral. En seguida el Sr. Lie Segura llegó á la tri» 
buna, y consecuente con las indicaciones del defensor princi** 
pal Sr. Alfaro,' presentó el exordio de la defensa haciendo un 
discurso filosófico sobre la imputabilidad de las acciones ha- 
manas y reservando el complemento de la defensa para su 
oportunidad al Sr. Lie. Alfaro. " 

Los defensores de Francisco León sucesivamente bioie" 
ron sus respectivas alegaciones, debiéndose advertir que, al 
usar yo^de la palabra y por convenir así á los intereses del 
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«lienfae qoe entonces defendía, fui severo, terrible, inexora- 
l>le contra Francisco del Moral, vigorizando la tremenda acu- 
sación del Ministerio público. Después habló el Sr. Lie. Ver- 
dugo, quien tambián en defensa de sus olientes increpó al acn 
aado principal. 

El presidente de los debates, al terminar las defensas 
preguntó al Agente del Ministerio públicOi Sr. Qómez Puen- 
te, si se proponía replicar, contestando este por la negativa, 
y entonces declaró cerrados los debates. 

El Sr. Lie. Alf aro, llegó á la tribuna, pide la palabra, se le 
niega; recuerda al presidente de los debates que estaba con- 
venido que él hablaría al último, y con más razón cuando 
aunque el Ministerio público no replicabaí tenia que contes- 
tar k las vigorosas acusaciones que en contra de su cliente 
hablan lanzado los Lies. Sierra y Verdugo. El presidente, de 
nuevo le niega la palabra. Añade el Sr. Alfaro, enardecido por 
el deseo que tenia de alegar en favor de su defendido, que iba 
á presentar documentos que tenia en su poder para compro - 
bar la inocencia de su cliente: clama con acento viril y casi 
desesperado por la libertad de la defensa, se empeña noble y 
entusiasta por ser oído para salvar á aquel que habia invo- 
cado su patrocinio, y el presidente de los debates, manda leer 
el art. 338 del Código de Procedimientos penales, que dice: 
"Si algún acusado tupiere varios defensores, no se oirá más 
que á uno en la defensa, y al mismo ó á otro en la réplica.ii 
El Sr. Lie. Alfaro insiste con energía, su voz era pode - 
rosa, su entonación magüifícaí clama por la observancia -del 
principio constitucional, alega las ejecutorias del Tribunal 
Superior; pero todo en vano, el presidente de los debates 
manda á la fuerza publica arroje del salón al noble y esfor- 
zado defensor, el acusado se queda sin defensa, la Constitu 
eion humillada... II 

Después de haber leído todas las violaciones que el dere- 
cho de defensa sufrió con la instrucción y en las audiencias 
ante el jurado, nadie puede esperar que finalizaran con lo 
que refiere el jurisconsulto á quien citamos, y refieren tam« 
bien los Sres. Lies. Dublan, Prida y Velazco Buz, y también 



0. Vieeiile Raiáives m stift libros ya eitadoB, euyoB^onoiptos 
han ratifieado anta él juzgado federa!. 

L« consta^icia anterior y la reyelaeion que & este respec- 
to hace el acta, demuestran: que la defensa de que se privó á 
del Moral era necesarísima, porque ni los defensores que en 
nombre de este acusado hablaron, estaban en los secretos re- 
Telados boy en este alegato (véanse sus defensas en los libros 
tantas veces citados y adjuntos al proceso) por lo cual no 
pudieron contestar la requisMoritoria apasionada del testigo y 
Agente del Ministerio público, ni mucho menos pudieron con- 
testar los ataques de los Sre8. Sierra y Verdugo, por que estos 
abogados hablaron después que el entonces pasante Diódoro 
Batalla y el Lie. Fracisco Segura cuyo profundo disontsc 
habia de abrazar sólo una parte de la defensa de del Moral. 

La mejor prueba de que el fundamento legal alegado 
por el juez para negar la palabra al último de los defensores 
de del Moral, no tenia para el mismo juez valor alguno, y que 
si pretendió dárselo fué ^^ólo para privar á del Moral del dere* 
cho que tenia de ser oido> se encuentra en el acta de jurado 
y en los libros citados, en los que se vé que á León, el reo 
confeso y protegido per el juez hasta donde le fué posible 
protegerlo, le permitió que lo defedieran tres defensores: el 
entonces pasante D. Antonio llamos y los Sres. Lies. O'Horan 
y Sierra. 

El Sr. Arroyo lee después de hacer el resumen los ve* 
redictos que habían de vx)tar los jurados, y como del Moral no 
tenia en ese momento defensor nada se expuso en 8U favor, 
mientras que en favor de León se adicionó el veredicto coa 
algunos atenuantes á petición de uno de aus tres def etisocee. 
del Sr. O'Horan. 

El Sr Arroyo no nombró entonces defensor al acusado del 
Moral. Tampoco se lo nombró (véase el acta) para que lo 
representase las dos veces que el Juez penetró k la Sala de 
deliberación de los jprados, tiadonde el mismo juez indicó las 
preguntas que no debian votarn (del Moral se vio precisado 
á presenciar esas düigenoias) sino que se resetvó ¿ hacer el 
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HOíDbtamieilto despnea que hubiera prontíncmdo como pro 
nuncib, sin obstáculo ya, la setitencia c^e muerte. 

¡Creyó él Sr. Arrojo tener facultad para hacer que del 
Moral pusiera su conBanza én los defensores que no conocíati 
del proceso, más de lo que hablan podido ver y oir en los ra- 
tos que su misión (pues eran defensores de oficio) les permitia 
asistií á tas audiencias ante el jurado, y sin más interés ^ue 
el que despertó generalmente el célebre procesol fistos de* 
{ensotes ni aceptaron el nombramiento, ni tampoco prpte^H 
laron cumplir su encargo conforme á las leyes, el juez no les 
exigió (véase el acta y libros citados) ni la aceptación ni la 
protesta), y quedó de nuevo á pesar del ridículo aparato de 
legalidad, indefenso el acusado. 

Vino después el corolario: del Moral apeló, y no se hizo 
constar en el acta la apelación: no se permite la rectifica'* 
ción de la misma acta, solicitada por el defensor, pero se ad« 
mite el recurso porque ya no fué posible al Sr. Arroyo ne- 
garlo, y ordena la remisión del proceso á la superioridad. 

Yéamos ahora lo que pasó ,en la segunda Sala del Tri- 
bunal Superior: 

Dos Magistrados á la hora de^la audienpia ordenan al de- 
fensor que habia sido objeto de las iras y del temor de los 
señores Arroyo y Gómez Puente, que nó continúe en el uso 
áe la palabra, porque el segundo de estos dos señores así lo 
quiso (véase el acta respectiva) y externan su opinión sobre 
una de las cuestiones que debian resolver como resolvieron 
después, acerca de la libertad de la defensa. El defensor lo re- 
cusa con esta justificada causa, y renuelven que no son recu- 
sables con fundamento del artículo 629 del Código de Procedi- 
mientos penales, oí reo se queda sin defensa también y se 
pronuncia por fin el célebre fallo que contiene resueltas las 
siguientes cuestiones, en esta forma: «Queda demostrada le- 
galmente la concurrencia del jue^ y del secretario á la prác- 
tica de las diligencias procesales, con la autorización que a^ 
fin del acta del dia en que se practican éstas, hace el se- 
cretario por medio de m firmai sin que sea necesario que 
ambos firmen cada uña de las diligencias en que intervienen. 



Los testigos de asistencia q'ie integran el Tribunal oca 
el juez, pueden serlo los empleados del juzgado en que se 
practican his diligencias procesales que autorizan: El juez 
puede dejar de practicar las diligencias probatorias que re- 
sultan de la averiguación, fundado en que es motivo legal 
de su determinación, la libre función psicológica que en su al- 
ma ejerce la convicción de que no son pertinentes. El Agente 
del Ministerio público, no puede ser testigo, porque el dere- 
cho que tiene el procesado para nombrarlo como tal, está 
limitado por el de la sociedad que quiere que ese testigo sea 
su representante: 

La prueba testimonial que no pudo presentar el acusado 
á su defensor durante la instrucción por la incomunicación 
estrecha en que se tuvo al mismo acusado, hasta que se di6 
por^concluida dicha instruccioni no puede ser presentada an** 
te el jurado sino cuando el juez la estirrió necesai4a. 

^ Es amplísimo el término en que pueden presentar el acu- 
sado ó su defensor, pruebas ante el juzgado, aunque trascurra 
mientras se forma la misma instrucción y aunque durante todo 
61 está incomunicado el acusado: No se limita la defensa del 
acusado cuando se prohiben las alegaciones del defensor, por- 
que la libertad de la defensa^ que garantiza la constitución 
no se refiere precisamente á las alegaciones orales en las au- 
diencias, pues ella no consiste tanto en esas alegaciones, si- 
no en los medios de convicción acumulados en favor del pro- 
cesado:ii No existe limitación de la defensa en el hecho de no 
oir á un defensor que se manda expulsar sin motivo legal del 
lugar en que debe producir su defensa, aunque pida el acusa- 
do que se oiga k dicho defensor, porque es un imposible fi" 
sico que el juez que ordenó la expulsión no puede vencen 
Que es arreglado á derecho el proceder del juez que ordena 
la incomunicación del acusado durante la instrucción del 
proceso: Por último: el Tribunal Superior, en el ramo penal,'no 
puede decidir si equivale á impedir el nombramiento de de» 
fensor el permitir que lo nombre el acusado incomunicado 
porque debe sólo aplicar los preceptos del derecho penal, si'í^ 
preocuparse con los de derecho público. 
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|Cu&ntos prinoipioa de sana jarisprudencia ooatiene al 
fallo que la mayoría de la 2 ^ Sala del Tribunal Superio|r 
ele! Distrito pronunció en el célebre proceso que hoy se revisa! 

¡Cu&nta inconsecuencia se observa comparando este fallo 
<}tie hará anales en el foro, éon otros muchos que la Sala ha 
pronunciado y que han visto la luz pública! 

El fuego sagrado del derecho no quedó extinguido sia 
embargo, uno sólo de los magistrados lo conservó para honra 
<le nuestros tribunales. 

Un homenaje de respeto debe hacerse en breves frases 
«1 magistrado D. Mauro Fernandez de Górdova por su voto 
particular fundado en el derecho común bien explorado por 
la segunda Sala y apoyado en los principios constituciona* 
lea: usupo administrar justicia sin preocuparse por nada ni 
por nadie. II Y ojalá! que el alto tribunal federal que debe 
revisar el proceso que ameritó el recurso de amparo, se sirva 
fijar su atención en ese nYoto particularn del Sr. Córdova 
que pone de relieve mejor que pudiéramos hacerlo, la injusti- 
cia del fallo de 2 ^ instancia! 

No previendo la ley el caso de que externen su opinión 
los magistrados en la audiencia, y de una manera á no 
dejar duda, han debido éstos darse por recusados, pues que 
este procedimiento era favorable al acusado. Por otra parte; 
la jurisprudencia así lo aconseja, pues de seguirse el principie 
contrario se daria el caso por ejemplo, de que descubrién- 
dose después de.principiada la vista de un proceso que alguncK 
délos Magistrados era pariente, heredero, enemigo ó deudor 
del acusado, no podría darse por recusado y fallaría de segu- 
ro con notoria parcialidad. 

Los Magistrados que fallaron contra del Moral, debieron 
excusarse y no seguir conociendo del proceso porque el ar- 
tículo 62 del Código de Procedimientos Penales les quitó la 
jurisdicción sujetándolos en caso de desobedecer la prescrip- 
ción legal, á sufrir una severa pena. 

Pasa por fin el proceso á la Sala de Casación, al más alto 
Tribunal común del Distrito federal, y declara que no admi- 
nistraba justicia porque no constaba en el acta la constancia dé 

9 
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que 86 hubiera interpuesto el recurso de alzada» es decir, decla-^ 
róapesar de que todas laa constancias del proceso señalaban la 
interposición del recurso (menos, el acta, omisión de la cual no 
puede ser responsable el acusado, véase la declaración' del Sr. 
TorreA Torija) que el juez de 1/ instancia dejó indefenso al 
reo por este motivo, lo cual es verdad, como lo es que el Có» 
digo penal castiga este hecho criminoso; que la 2.^ Sala habia^ 
conocido sin jurisdicción del proceso, lo cual es verdad, en 
parte, como lo hemos dicho antes, y en fin que la Sala de 
Casación carecia de jurisdicción para conocer en grado del 
mismo proceso, lo cual es falso, siendo asi que buscó un fri- 
volo pretesto para no conocer de un proceso del que resulta 
que debiera haber, si se administrara justicia, algunos procer- 
fiados además del acusado del Moral. 

Interpuesto el recurso de amparo, el Juez 1^ de Dis- 
trito que, á juzgar por el empeño que demostró en recibir la 
robusta y elocuentísima prueba que rindió el defeuHor del 
quejoso, parecía dispuesto á administrar justicia conforme 
á la jurisprudencia de la Corte, falló negando el recurso. 



IV. 



Veamos ahora si podemos fundar la 'violación de garan^ 
tías que en su indisculpable mioDÍa no distinguió el Sr. Pérez 
de León. 

El gran capitulo, el que sintetiza la violación de loa pre^ 
ceptos constitucionales, es que no se juzgó á del Moral con* 
forme á derecho, y que por lo mismo no se le ha hecho 
justicia. 

Una doctrina de Dalloz viene en nuestro auxilio para 
fundar la respetabilidad de las formas y solemnidades de la 
ley, dice así: M(Tom. XXIX, pág. 227, núm 3) Lejugement^ 
en effet, aussitot qu' il est prononcé suivant les formes et 
avec les solemnités prescrites par la loi, est reputé étre V es* 
pression de la verité, étre la justice. Rea judicata pro V6> 
rítate habetur (ff. loi 7, De reg jur.; ley 1, De re jud, 
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. En la Bepúblíoa, dice el art. 13 con&títucioDal, unadie 
puede ser juzgado por leyes privativa& ni por tribunaleu esjje- 
dales. II 

La igualdad ante la ley, este sabio prineipio conservador 
del equilibrio social, seria ilusoria si los habitantes del pafS| 
no hubieran de ser juzgados por los tribunales oreados por la 
misma ley y conforme á las prescripciones de ésta. 

Dentro de esta idea se encierra forzosamente, esta otra: 
lies ilusoria la igualdad ante la ley si no se permite á todos el 
ejercicio de los derechos que las leyes les oonceden.ii (12) To» 
do lo cual debe concretarse á establecer, que el hombre deberá 
qer juzgado por jueces que por ningún título puedan llamarse 
especiales y por leyes que no merezcan apellidarse privativas. 
De manera que trat&ndose de unos mismos hechos y de unos 
mismos responsables, se aprecie á los primeros y se absuelva 
ó castigue á los segundos con arreglo á los principios generales 
establecidos para el caso. 

Ahora bien: si los jueces creados por la ley tienen la fa« 
cuitad de juzgar, es porque la misma ley la concede; pero si 
esta ley establece el caso en que no puedan hacer uso de esa 
facultad, declarando que cometen un delito, si lo ejercitan á 
pesar de la prohibición, es evidente que no son jueces para el 
caso de excepcioPí y que si ejercitan las facultades que para 
los demás casos tienen en el mismo caso de excepción, ad- 
quieren para el acusado el carácter de jueces especiales, cuyo 
iaotos además de no tener valor alguno á la luz del derecho co- 
mún^ ameritan la concesión del recurso de ambaro porque son 
atentatorios, porque son leyes privadas que no deben san- 
cionarse sin hacer un agravio al derecho público, á esa fuen- 
te del derecho común que exige el acatamiento del principio 
de igualdad ante la ley. 

Por otra parte, si un juez cualquiera., suponiendo en él 
libre facultad para juzgar, procede sin que esté acompañado 
délas per^)onas designadas por la ley para que intervengan 
en las diligencias que practique y para que puedan éstas te* 



12 José S. Santiesteban. Derecho Constitucional, pág. 49, 3.** Edíc 
París. 
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ner uo valor detallado por la ley adjetiva, adeiQ^s de qup los 
actos de ese juez adolezcan de nulidad puede aaegurarse qnp 
e8 especial, es decir, que no es el que la ley ha establieddo J 
el único que puede legalmente juzgar. 

Ya sea porque falte jurisdicción al juez ya porque no pc^ 
oeda éste acompañado áe las personas^ que han de coadyuva^ 
con sus servicios y testimonio á dar validez á los actos, qu^ 
practique, es juez especial el que procede sin esas condicio* 
nes. ¿Cuál f u^ la idea de los legidadores del 57 para esta- 
blecer la prohibición que contiene el primer inciso antes apun- 
tado, del art. 13 de la carta que formaron/ que la justioU 
fuera una para todos sin distinción de clase^ ni de persona^, 
porque usiendo como es el hombre, libre por su propia natu* 
raleza, no puede haber mayor ó menor libertad párannos que 
para otros hombres, y como la libertad humana es el funda* 
mentó de la justicia y su aseguramiento el fin y objeto de las 
instituciones sociales, y de las leyes, el resultado de estos prin* 
cipios es, que todos los hombres deben ser iguales ante la jus* 
ticia y la ley.n (13) 

Un autor de derecho civil bien conocido viene en nues- 
tro auxilio para demostrar con su doctrina la verdad que alle- 
gamos: que no tienen valor alguno legal los actos Helos jueces 
que no están ajustados á las prescrispciones legales como no lo 
estuvieron ni los de los jueces Eguiluz y Arroyo y los de los 
Magistrados de la mayoría déla 2^ Sala del Tribunal Superior 
que confirmaron tan originalmente como lo hemos visto la sen- 
tencia pronunciada por el segundo los mencionados jueces, 
dice así: nLes Magistrats chargés de rendre les jugemens sons 
des hommes d' élite entourés de la confiance du Gouverne- 
ment et du respect des peuples, Cette confiance et ce respect 
prennent eux-méms leur source dans le lumiéres et Tinte- 
grité qui doivent caractérizer les ministres de lajustíceet 
qu'on doit supposer en eux: de \k derive cette presomptina 
de verité et de justice que la loi attache k leurs décisions. 

Mais il est sensible que ees décisions ne peuventa insi 

I3 Castillo Vclasco, pág. 46. Apuntamientos para el Derecho 
Constitucional. 



éitre présumées justes et vraies, qu'autant qu'eiles exietenb 
legalement, o'est ár-dire qu'elles réuDissent toutes les condi* 
tions prescritos par la loi, ponr les constituer aotes de jastioe 
poblique et powr le«r faire valoir comme tels. 

Or, 1^ les aotes de rantorité publique etant des coo»- 
mandements ou des lois, el faut non seulement qu^ils soient 
fontiés, il faut euGore quVila soient comttie pour devenir obli- 
gatoires» et ils ne peuvent étre mauif estés que par designes 
exterieures. 

La f ormatidn de oe^tactes. leur manif estation» et enfin leur 
appltcation neeessairement soumises par la loi á des regles oa 
foitealités constantes et uniformes qui en etablissent tout á la 
f oís et en ettestent la legittmité. 

A defaut de ees signes legaux. il n' y á point d'actes 
vatables.it 

Un juriscoiisulto espafíoi nos presta también grande apo* 
yo con la siguiente doctrina cuya exacta apHcacion en el pre* 
senté caso á nadie puede ocultarse: E¡s juez dice Caravantes 
^14) la persona constituida con autoridad pública para ad- 
ministrar justicia 6 la que ejerce jurisdicción con arreglo á 
las leyes, conociendo y diri^uiendo el procedimiento de las 
eoiisas civiles y criminales y dictando sobre ellas las sentencias 
que crea justas; leyes 18, 19, 28 y 23 tít. 9, Part. 2 y 2 tít. 4 
Part. 3^ y art..67 de la Constitución de 1856. uLos juzgados, 
dice la ley I de la Partida citada, han nombre de jueces que 
quiere tanto decir como ornes bonos que son puestos para man- 
dar e facer derecho.ii Y m(ts adelante agrega: Asimismo para 
asegurar el buen desempeño de la administración de justicial 
cuya importancia hemos indicado en el numero uno del libro 
1^, las leyes requieren que concurran en los jueces importan 
tes y numerosas circunstancias. Así pues, requieren ellas las 
enalidades de autoridad, competencia, capacidad, imparrciali- 
dad, edad y ciencia. La capacidad del juez se reduce á. carecec 
de todo impedimento físico ó moral que no le permita can;!'* 
plir^su encargo como es debido. < • • • • La imparcialidad del 

14 ProcedimisQtos judiciales según la nueva ley de enjuicVamienta 
eiyil tom. I, págs. 564 y 565; 
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juez consista en juzgar leal y equitativaoieiibe goq arreglo á 
derechoi sin indinarse á una parte más que á otra, por inte^ 
res, afecto, odio, etcit 

Loa Srd3. Tomia Eguiluz y Enrique Arroyo, no tuvieron 
las principales circunstancias que para proceder y juzgar 
con rectitud requieren his leyes y lo exige el buen sentido; no 
tuveron ni capacidad ni imparcialidad como se ha deoioa» 
trado abuQ Jantísimamente en este humilde trabajo. Pero aun- 
que hubieran poseído tan necesarias cualidades, la ley les pro« 
hibió condQdv, cjmo S9 Ioa prehibió & los Magistrados que 
con el defecto de parcialidad formaron ta mayoría de la se« 
ganda Sila del Tribunal Superior segnn hemos demostrado* 
alegando bis leyes que nos sirven de apoyo y que fueron in- 
fringidas con agravio de la m^s clara justicia. 

De púas de todo lo expuesto, podrá decirse que los jue* 
oes á que nos referimos son los creados por la ley para ad* 
ministrar justicia? 

¿Podrá decirse que no han sido á todas luces jueces espe*^ 
ciales como lo soa aquellos que actualmente juzgan á los sal ' 
teadores y ladrones conforme & la ley de suspensión de garan* 
tias publicada el 24 del pasado Mayo?J 

Pero como si no hubiésemos demostrado suficientemente 
la vulneración de la garantía alegada pasemos á ocuparnos 
de la que concede el art. 14 de la Carta fundamental. 

iiNadie puede ser juzgado ni sentenciado sino por leyes 
exactamente aplicables al hecho, por el tribunal que previa- 
mente haya establecido la ley n dice un inciiodel artículo que 
nos ocupa. 

El Sr. Montiel y Duarte (15) explica que la parte del ar>- 
tículo que citamos quiere decir "que todo juicio y toda senten- 
cia debe sujetarae exactamente á la prescripción de las leyes.N 

Está abundantemente demostrado, que no se infringió 
ana vez la ley por el juez instructor del proceso de del Mo» 
ral, sino cien veces; está demostrado también que el jues que 
le dubtituyó obró de! mismo modo, no sólo durante las audien* 



15 Estudio lobre garantías individuales, pág. 372. 



71 

•cias ante el juradoi sino dejando indefenso al reo hasta el 
^rado que ni siquiera pudo h^cer uso del recurso de casación» 
según la opinión de la primera Sala del Tribunal Superior, ni 
•del de apelación según la opinión de la misma Sala sin que 
desvirtúe este hecho la declaración del secretario Lie. José 
Torres Torija cuando dice ante el juez federal (16) que fué 
cina omisión suya, pues que consta en autos que el juez se 
opuso á que el secretario hiciera la rectificación al acta cuan- 
do la solicitamos en la última conferencia que contiene el mis* 
mo proceso. Además, lob pHndpios que contiene la senten*« 
cia de segunda instancia son tan contrarios á las leyes 7 
hasta & ios prolegómeno? del derecho, que no merecen para 
ponerse de relieve una refutación seria» sino que basta apun- 
tarlos como lo hemos¿hecho antes, para que se revele contra 
-ellos hasta el más ignorante en jurisprudencia. 

Los careos, la defensa oral, las pruebas de todo género, 
todo esto nada vale si los solicita el acusado cuando se le co- 
munica después de haber formado una instrucción, un proceso 
en el que aparece culpable y en el que no se le permiti5| ni 
tampoco á su defensor, hacer gestión alguna porque se impi- 
dió al primero toda comunicación con el segundo durante la' 
formación del proceso. 

Todo esto está demostrado en diferentes y claras prue 
bas, por eso puede el defensor decir, que no se aplicó exacta- 
mente la ley al hecho de que se supone responsable k del Mo- 
ral. ¿Para qué hacer esfuerzos á fin de*demostrar el atropello 
éel derecho 'que reconoce y garantiza el artículo 14 Consti" 
tucional? Basta leer algunas fojas del presente alegato y 
evacuar las citas que en elTas se hagan comprobando loa he* 
ches denunciados, para contestar oue en efecto la violación 
alegada subsiste. 

Y como tanto el juez Arroyo al aplicar la ley para coartar^ 
el derecho de defensa, como la mayoría de la 2.* Sala al san-' 
donar esa aplicaeion, se escudan con la peregrina razón de^ 
•qne la ley penal debe aplicarse sin miramientos á las dispo» 

í6 QoBtestMion á la j^régnlita especial, que ilo le miiftdró, pero qva 
^igaek la 8 * del interrogátmo. .; %* . 



aioioDeseonstítacionaleSsOonlo oaal daná entender que es os- 
cura la ley penal respecto de las garantías individuales, e» 
«vidente que» no aplicaron la iey exactamente por que no res* 
petaron ni sostuvieron las garantías que la Constitución otorga- 
ai acusado. 

En un caso que no tenía ni con mucho la gravedad del 
que ocupa ahora la atención del alto Tribunal de la Nación., 
ha concedido éste el amparo por aplicación inexacta de la 
ley (17). 

El fallo á que hacemos referencia contiene un conside- 
rando que no es ocioso citar; dice así: 

Considerando I."" "Qua la aplicación exacta de la ley e» 
la que se hace resolviendo un caso comprendido en sus lite- 
ralea preceptos, sin ampliarlos, para sujetar á su imperia 
otro caso que ellos no comprenden, y sin que para esto pueda 
alegarse ni la razón, ni el espíritu de la ley, ni la equivalen- 
cia, ni la voluntad presunta del legislador^ ni la analogía, ni 
los argumentos adabawrdo, á 9imüi, ad majua etc.: que la apli- 
cación exacta de la ley es la que excluye toda interpretación 
aun para suplir su silencio é insuficiencia: que en lo criminal», 
asi se debe aplicar exactamente la ley, y cualquiera interpre- 
tación es un atentado del Juez contra la libertad la honra d 
la vida del hombre: que la ley penal tiene que aplicarse exac'* 
tamente, si no se quiere retrogradar al tiempo en que un jues 
podia condenar á muerte á un hombre por equivalencia de 
razón (voto particular del Sr. Yallarta, cuya opinión muy 
respetable, se cita como doctrina. Amparo de Larrache y 
Gomp.) 

Ahora bien, si esto se dice cuando se trata de una pena 
ligera (4 meses de prisión), si bien importaba la privación 
de la libertad |n6 podrá decirse ahora lo mismo cuando se 
tirita de la privación de la vida, pena impuesta no por una sola 
falta en la aptieaeión exacta de la ley, sino por tantas y taño 
tap que hemos apuntado y probado ? 

Es innegable lo que dice un comentador (18} de la lef 

4vm!f^V^^stí^ ^MWíSwwwíft fníUcWiii toa tl|ipág. 31 
Fernando vegii, obra oitacU, págiaa tt5. 
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org&nicade los artfcaloa 101 y 102 de la Constitnoion federal, 
á saber: "El quejoso que simboliza á la víetima del poder 
público, y que implora el amparo constitucional, tiene na- 
turalmente el derecho de ser oido, de rendir pruebas que 
demuestren la violación, y en una palabra, de figurar en todo 
el progreso de un juicio creado exclusivamente para protejer 
el derecho individual.it Y como la verdad que se hace notar 
existe en todos los juicios de amparo como existe en el que 
sigue Francisco del Moral pues que ha sido oido y se le ha 
permitido rendir pruebas y todavía hoy mismo este alegato 
forma parte del juicio por especial y equitativa disposición de 
la Corte, si este Cuerpo negare el amparo por violación del 
artículo 14, establecería este oontraprincipio: "sólo goza el 
ficusado de las garantías constitucionales para defenderse ante 
los tribunales federales, nada importa que se violen éstas por 
los jueces comunes.ti Y como no es posible que llegue el caso 
supuesto, y es justo que se valúen los atentados cometidos 
por los tribunales comunes, claramente demostrados como lo 
están en el curso de este trabajo, el defensor puede fundada- 
mente esperar que se otorgara el amparo solicitado por fia* 
grantes violaciones del artículo 14 constitucional. 

Una de las garantías más preciosas, por que proteje el 
derecho del hombre para vivir tranquilamente gozando asi 
de su libertad siempre que no haya trasgredido la ley penal, 
es la que consigna el art 16 de la Carta federal en esto» tér* 
minos: ('Nadie puede ser molestado en su persona, etc., sino 
por mandamiento eacrito de la autoridad competente, que 
funde y motive la causa legal del procedimiento. En el caso 
de delito inf raganti. toda persona puede aprehender al delin- 
cuente, etc. II 

Ya hemos dicho que en las primeras fojas del proceso^ 
consta, que del Moral fué aprehendido por orden verbal del 
Agente del Ministerio público. D. Fernando Oómez Puente* 
y bien podemos decir ahora que mientras no desaparezca la 
constancia á que nos referimos y se sustituya con el manda* 
miento escrito» procede el amparo por violación de la garantía 

antes mencionada. 

1.0 
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Pero oreemos conveniente apoyamos en las opiniones de 
algunos respetables comentadores del protector derecho cons- 
titucional. Dice el Sr. Montiel 7 Duarte: (19) «'Este artículo 
quiere ;decir en su primera parte, que la persona de todo 
hombre debe ser respetada, no sólo por los individuos partí- 
culares, sino también por los funcionarios públicos, hasta el 
extremo de no poder inferirle ni aun molestíai sino en virtud 
de mandamiento escrito expedido por la autoridad competen- 
te, en el cual se exprese y se funde la causa legal del pro* 
eedimiento, en el terreno de la ley y de los hechos, es decir, 
que se exprese la ley que autorice el procedimiento y el he- 
cho que lo motive. II 

' Es tan lata esta prevención, que en virtud de ella ne 
puede procederse ni & la simple detención de un estante 6 
habitante del territorio mexicano, sin que se llene la preven- 
ción del imandamiento escrito y expedido por la autoridad 
competente; y ni aun siquiera se le puede obligar, sin aquel 
requisito á molestarse á comparecer ante la autoridad aun 
cuando ésta sea competente, si no es por medio de citatorio 
escrito^ en el cual se exprese y funde la causa legal de la 
citación. 

De modo que si uno, fuera del cauo de infraganti delito 
fuera aprehendido sin aquella formalidad, podrá quejarse de 
violación déla garantía de la seguridad personal, sea política 
ó judicial la autoridad & cuyo nombre se verifique la apra 
hension. 

Más todavía: si alguno fuere llamado por la autoridadi 
sin serlo por medio de citatorio escrito, en el cual se motive 
7 funde la causa legal del procedimiento, tiene derecho para 
rehusarse á comparecer, y se le violenta por medio de lafuer- 
.ZA, puede también quejarse de violación de la seguridad 
personal. 

Por desgracia esto no es más que una teoría, porque 
ni los individuos cuidan de exigir el cumplimiento de esta 
garantía, ni la autoridad tiene el miramiento bastante á su 



19 Obra citadii, págtnas 331 y 332. 
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deber para no atropellar este derecho, y dia á dia vemos que 
Be ejeoufcan aprehensioaes y que se hacen citaciones las más 
vejatorias, de orden verbal de cualquiera autoridad, aun la 
más incompetente para el caso. 

Si escribiéramos un libelo, nada más fácil que acumular 
oomprobaciones históricas; pero nada está más lejos que esto 
de nuestra intención, y nes limitamos por lo mismo á consig- 
nar la importancia que por la letra de nuestra Constitución 
tiene la garantía de la seguridad personal. n 

Las explicaciones claras y exactas que hace este juria- 
eonsulto no sólo no dejan duda de la inteligencia del artículo 
citado, sino que revelan que la práctica ha enfaenado que son 
machos y frecuentes los casos en que la garantía personal ase* 
gurada por el ari 16, es violada por las autoridades cuando 
se sienten animadas del de^eo de vejar y de perjudicar á cual- 
quiera que está á su alcance. El Agente del Ministerio pú- 
blico no es una autoridad, es un Magistrado que ejerce autori- 
dad en auxilio de la administración de justicia, lo cual para el 
caso de violación, dá el mismo resultado porque milita la mis- 
ma razón prevista por los constituyentes, que fué el evitar el 
abuso de autoridad. 

El Sr. D. José M. Lozano (20) tratando del tercer requisito 
exigido por el art. 16 para que el mandamiento se estime le« 
gal, dice: i(23l. El tercer requisito constitucional consiste en 
que en el mandamiento escrito de la autoridad competente se 
funde y motive la causa legal del procedimiento. Sin esta 
circunstancia, el mandamiento que ordena la prisión de una 
persona, el allanamiento de su domicilio, el registro de sus 
papeles 6 el secuestro ó embargo de sus posesiones ó bienes 
tiene el carácter de arbitrario y el interesado podrá resistirlo. 
La Constitución quiere que se funde y motive !a causa del 
procedimiento, esto es, que se exprese el motivo de hecho que 
lo autoriía, y el derecho conque se procede.^ 

Vése pues, que el w/indamiento que no contiene el re- 
quisito constitucional, tiene el carácter de atentatorio, ¿y qué 

20. Tratado de los Dereohos del Hombre, tltiHo II, capitulo 15. 
número 23L 
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carácter beñdrá aquel mandamiento que no tiene ningún re* 
quisito? ' 

fil atentado sea quien fuere el que lo cometa, si ejerce 
autoridad, si el autor del atentado tiene lás facultades de ésta 
ó si las ejercita sin tenerlas, y sea quien fuere el hombre cu« 
yo derecho sea el objeto de la violación ó del atropello, no 
puede ser sancionado por el Ti^bunal, cu^a misión es hacer 
respetar los preceptos constitucionales. 

De esta conclusión que no puede tacharse dé falsa, se áe- 
duce: que suponiendo que no hubiera más motivo de ampara 
que el relacione do, la protección de la justicia federal debe 
otorgarse: un artículo constitucional está' violado notoria- 
mente y ese articulo concede una garantía» una {Protección át' 
derecho de un individcío que podrá resultar culpable ó inocetí- 
te cuando se le juzgue conforme á la le^, pero que suponien- 
do lo primero, no por esa causa puede pa^ár désaperlcibidó et' 
ultraje á una de las protectoras bases de la carta delanibertacl^ 
Además, ésta no establece para su estricta observancia )nin^- 
na excepción y la Corte siguiendo ún conocido principio dé 
jurisprudencia, no puede establecerla. 

Lleguemos hasta el absurdo: supongamos que el inúttr 
Código de Procedimientos penales tan contrario en machas 
de sus disposiciones á la Constitución general, hubiera de 
estar sobre esta Suprema Lev, como opinaron en momentot 
que parecían acusar cierto extravío en las ideas, el juez Arro 
yo y la Mayoría de la segunda Sala del Tribunal Superior. 

El Código dice (21) uNádie podrá ser aprehendido sino 
por autoridad competente ó en virtud de orden escrita que 
ella dictare.ti El que aprehendió á del Moral, el Inspector de 
policía, no era autoridad era agente de ésta simplemente, 
ni llevó para veriñcar la aprehensión ninguna orden escribí;' 
se procedió {(ues atentatoriaioaente también por este capítulo 
y por él habia de ampararse á áel Moral, si la homeopática 
ley de enjuiciamiento penal hubiera venido & reformar la obra 
de loséonstatuyentes del 57. 



21 Artículo 245. 
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Ocupémonos ahora de ^la violación del artículo 17 de la 
miqma ^upren^fi Le^. 

£$ una ^vei^d^d que consta en el proceso, que la 1.^ Sala 
de^ ,3|ribunAl Superior se declaró incompetente para fallar ^t 
recurso de casBiGion, interpuesto según la misma Sala en tiem- 
po y forma. 

Ahora bien, ¿por qué ao pronunció ningún fallo la Sala 
de casación apesar de que las violaciones de ley le fueron 
de nunciadas en los nApuntesn que presentó el Sr. Lio. Luis 
G. de (la Sierra en aquel entonces defensor también de del 
Moral y é pesar de que el suscrito envió también otros 
itApuntesti que como los antes mencionados forman parte del 
escrito de amparo interpuesto por del Moral? Por que no 
consta en¡el acta que se interpusiera el recurso de apelación» 

razón por la cual no estaba en grado • 

Prescindiendo por ahora de hacer resaltar de nuevo la 
responsabilidad del Sr. Arroyo, el cual tiene sobre su cabeza 
la espada de varios filos del Código Penal (capítulo VI) y 
recordando otras circunstancias prpcesales, tenemos: que con^- 
ta demostrado, la admisión del recurso, su sustanciacion has- 
ta la célebre sentencia y la conformidad del Ministerio públi- 
co con la interposición de la alzada. 

En el presente juicioi existen á esta respecto las declara- 
ciones de los testigos que ratificaron los libros de que son au- 
tores y cuyos libros corren como prueba agregados á los au- 
tos; las declaraciones de otros testigos (todos abogados) y 
hasta la del secretario Torres Torija contestando & la pre- 
gunta 18 ^ 

No puede, pues, dudarse que la Sala de Casación no es- 
tuviera en aptitud de administrar justicia resolviendo sobre 
la casación. Y como consta también que este tribunal nada 
resol vio si no fué que del Moral habia consentido la senten- 
cia de muerte y que todos los que intervinieron en la segun- 
da instancia no cumplieron con su deber^ queda demostrado 
que no se administró justicia como quiere la Constitución que 
la administren los tribunales del poder judicial. 
Con efecto el artículo 17 citado dice: 
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"Loe tribunales esiar&Q siempre expeditos para adminis** 
trar justicia." Y para convencerse más y más de que este pre-» 
eepto constitucional fué olvidado por la Sala de Casación bas* 
ta pasar la vista por los '«Apuntes" de la* Defensa en los que 
están detallados no sólo los capítulos de casación sino has* 
ta algunas de las violaciones de la Constitución. 

La Suprema Corte forzosamente debe revisar el proce- 
so, ésta es la jurisprudencia que se ha dignado establecer, y 
por esta razón puede asegurarse que verá clara y abundante- 
mente demostrado, que no se ha hecho justicia al quejoso» 
ni en aquel tribunal cuya respetabilidad no puede ponease en 
duda, pero que procedió en momentos en los que acaso no 
fué extraño á la preocupación que en contra de del Moral ar- 
teramente habian sabido sembrar con sus atentados todos 
aquellos que en la instrucción y vista del proceso que se le 
formó intervinieron. 

La violación del artículo 17 no puede ponerse en duda 
tampocoly también por ella debe esperarse el amparo de la 
Justicia federal. 

La lectura del proceso, la de los libros que corren agre- 
gados al presente juicio y la de las declaraciones de los testi" 
gos que hemos hecho examinar para probar Ior atentados 
cometidos durante fa instrucción y mientras tenían lugar las 
audiencias ante el jurado, todo viene á demostrar que no se 
oyó en defensa al procesado Francisco del Moral. 

Con efecto: las confrontaciones que de del Moral hicier- 
on los testigos, la incomunicación de éste durante toda lains- 
truccion^por lo cual no pudo presentar pruebas, el no haber re- 
cibido el juez las que¡;of recio el acusado sin embargo de su in- 
comunicación, las sujestiones del mismo juez para cerrar la 
puerta de la revisión y para dar por terminada la instruc- 
ción sin recibir ni la más ligera prueba del acusado, el ca- 
rácter de testigo en contraje del Moral que tuvo el Sr. Ano* 
yo antes de tener la investidura de juez, la parcialidad noto- 
ria del |Sr. Eguiluz que despueb declara en contra de del 
Moral) la falta de careos, aun de los pedidos por del Moral 
antes de que principiaiari las audicncins y durante éstas, el 
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no haber permitido que defendiera & del Moral el sascrifco^ 
defensor sin embargo de expresar del Moral que tenia este 
defensor todas sus prueba»; el haberle sentenciado sin que es- 
tuviera asistido de su defensor, todos estos capítulos ameritan 
seguramente la violación de las garautías concedidas en el ar- 
tículo 20 constitucional al acusado, pues que todos estos ca- 
pítulos se han demostrado con pruebas que ningún tribunal 
puede dejar de apreciar. 

La Suprema Corte no ha revisado jamás un proceso en 
el que se encuentren tantas violaciones de garantías como 
eñ el presente, y cuando ha encontrado una sola, como se ve 
en la Ejecutoria que pronunció el dia 15 de Junio de 1882 
y que publica el respetabilísimo jurisconsulto D. Ignacio Va- 
llarta en su ilustrado voto (21) se ha apresurado á conceder 
el amparo, porque encontró demostrado, que nponer trabas á 
la libertad de la defensas suprimir el careo cuando el juez lo 
crea innecesario, negar el derecho de petición, etc., etc., son 
cosas que sólo una lej que suspenda las garantías puede de- 
cretarii como decia el mismo Sr. Yallartat y no es el Códi- 
go de FrocedimientosjPenales aunque incompleto y vacío, la 
ley que declara suspensa^) esas garantías que la Constitución 
otorgajy que la ¡Corte, tribunal impasible, debe hacer respes 
tar^oomolo ordena el art. 1,® de la misma Suprema ley. 

Hacer un esfuerzo más para demostrar lo que se de- 
muestra por sí mismo en esplorado derecho constitucional, 
es insultar al Alto Tribunal que revisa el proceso instruida 
al quejoso; por esta tazón no cree el defensor necesario hacer 
de nuevo una apreciación de las pruebas é que se refiere cuan« 
do se ocupó en otras p&ginas de este alegato de demostrar 
las violaciones de la ley común, pues como lo hizo en los "Apun- 
tes de Casacionti que están á la vista de este Tribunal, con 
aquellas indicó la violación de garantías constitucionales de 
que se queja el acusado. 

Por lo mismoil estimando probados los hecjios, sólo se 
permite llamar la atención de la Corte sobre la necesidad que 

21 Votos del 0. Ignacio Yallaria, tomo lY, págs. de la 8d á la 
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hay de apreciar la libertad de la defensa que es acaso ta m&a 
preciosa garantía qne ooatiene el Oódigo fundamental. Dil- 
pin (22) Dalioz (23) Mittermaier <24) Morin (25) Carrara 
(26) Montiel y Duarte (27) Castillo Velasco (28) Rodrigue* 
(f 9) y otros autores que ya no es necesario citar, esplican 
cuan necesaria es esa deiEensa para que pueda ser justa la se- 
ntencia que pronuncien los tribunales que van & disponer de 
la libertad, de la honra y de la vida de los ciudadanos. Así, 
pues, con el apoyo que prestan á del Moral, la demostración 
de las violaciones que en su derecho ha sufrido, con las doc- 
trinas de los autores antes citados, con las ejecutorias de 
la Corte Suprema y con la imparcialidad y pericia que dis- 
tingue á este Cuerpo, cuenta el defensor para obtener la re- 
paración de los agravios hechos por las auboridades del or- 
den común con mengua de las disposiciones sapientí«iimas 
que contiene el art. 20 de la Constitución. 

Por lo que hace á la violación que sufrió el art. 22 de 
la misma ley, basta decir que al prohibir para siempre las 
penas inusitadast prohibió la incomunicación, permitiendo 
ésta como simple y necesaria molestia para el acusado, mién* 
tras el juez puede reunir los datos suficientes para dictar el 
auto de formal prisión y mientras dure la práctica de algu- 
nas esenciales diligencias de convicción que robustezcan las 
bases del proceso; pero como es bien sabido, se requiere que 
esas diligencias tengan un carácter sumario precisamente pa- 
ra obtener por una parte, que el acusado no corrompa ó se 
ponga de acuerdo con los testigos que puedan declarav en su 
contra y para que no pueda borrar los vestigios del delito y 
por otra, que no sufra éste más tiempo que el necesario, el 
cual dicen los prácticos, ha de ser el que trascurra hasta que 

22 La abogacía 6 el arte del abogado. Obra sacada de la de Mr. 
Dupin por Campos Caballar, págs. 146 y 147, Edic. de Madrid. 

23 Repertoire de Legislation, voL 41 p^g. 156. 

24 Tratado de la prueba en materia criminal,pág. 157. 

25 Repertorio razonado de derecho criminal, tom. II, pág. 730. 

26 Programa del corso di diritto crimínale, roL I, niuns. 991, 
992, 997 y 998. 

27 Obra cit. págs. de la 416 á la 420. 

28 Obra cit. pág. hS, 

29 Obra cit. págs. 446 y 447. 
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lUdá im'déelar&eTpn ^prerparatoria. De ddlo se dednee, que la 
incomnnieáeion píwWétnpo ilimitado es ^n Rtifrimíento que no 
puede (eneír otro nombre que el de pena, pues que ésta no es si 
nó ün mttí de ^9Íon, wn sufrimiento que se inipone al res 
ponsable de un mal de uceion para obtener la corrección del 
qne lo sufre. Y como la inoomv/mcMi(í^ no é»tA registrada 
en nnesfero derecho eoroo pena y tto puede de^ar de tenelr es- 
te carácter, es una pena inudtdda y por lo mismo de las Co- 
hibidas por la Constitución. 

Supongamos por un momento que no merece el nombre 

de pena la incomunicación, porque la pena se impone cuando 
el acusado es declarado culpable. Entonces el sufrimiento, es 
tormento, y el tormento también prohibe el artículo citado que 
sea impuesto como pena, lo cual deja comprender que con ma- 
yor razón prohibe que se imponga como medio de averign^acion 
6 como medio para impedir la defensa del acusado, como su- 
cedió en el caso de del Moral. 

De cualquiera manera se violó por el Juez Eguiluz el 
artículo 22 de la Constitución general. Y debe otorgarse el ' 
amparo, porque pueden restituirse las cosas al estado que te- 
nían. antes de la violación denunciada, es decir: puede permi- 
tirse al acusado que se comunique para presentar sus pruebas 
en la instrucción como ordenan nuestras leyes y todas las de 
los pueblos civilizados. 

Por último: también el art. 23 de la Constitución tantas 
veces invocada en este alegato, ha sido atropellado por el Juez 
D. Enrique Arroyo^ por la mayoría de la 2* Sala del Tribu- ^ 
nal Superior y por la Sala de Casación, 

Es cierto que él artículo citado dice que puede imponer- 
se al homicida que cometa el delito con las circunstancias ca- . 
lificátívas detalladas en el Código Penal, pero, apartándonos 
de que él Juez Arroyo dejó indefenso al acusado ante el jura- 
do, y por lo mismo no pudo con el erróneo veredicto del tri- 
bdnal popular pronunciar sentencia, la 2* S^ala debió revocarla 
por los itñoiivó's de casación alegados ante ella como agravios 
y la de casación en defecto de aquella, debió casar la sentencia 
que en grado pasó á su revisión. • ^( 

11 
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W proceso no dá Inz n! puede darla para geflalar & del 
Moral corao delincuente: Pon los manejof? de los Sres. Esrní- 
Inz, Oomez Puente y Arroyo, He^rnw hemos demostrado sufi- 
cientemente, los qne nrodnjeron el carácter odioso de crimi- 
nalidad con que se hicieron aparecer al acusado y por esto, no 
debia ser privado de la vida por una sentencia á todas laces 
injusta como lo es tola aquella que se pronuncia sin oír al reo 
en defensa. 

Seijas Lozano (30) ensefla que: "La ley no supone jamas 
por regla general, que sus funcionarios falten al cumplimien- 
to de sus deberes, que traspasen sug disposiciones, ni la« que- 
branten. Conoce la posibilidad de qu« lo haoran y facilita los 
remedios contra los abusos que aquellas puedan cometer de- 
jando a los intf^resalos el ei'=írrti/'.io d*^ U^ a^r»,ío':ies que la mis 
ma les franquea. Hay sin ernba»*<i!0, un ca«»o en que hacerlo 
debe, hav uno en qUe ella no puede pergualirsft de qne no se 
erro hasta tanto que ha a^jotado sna melios para establecer v 
purificar la verdad, que con sentim'ento lleo^a á reconocer. 
E«»te caso es cuando en una s'^^^^^'^-^'^'a se sefiala la pena ^le 
muerte. La ley la escribe con l'^r' n^a de sangrre y cada vez 
que la aplica se estremece: ella li-^^^x entre una cruel necesi- 
dad, y la voz de U humanidad, que con acen*^^o religioso le dice: 
"respeta la grande obra de la Creación," ella, en fin, pugnan- 
do entre la experiencia y sus sentimientos no quiere persua- 
dirse de la existencia de un hombre meiecedor de esa atroz 
condenación. Cuando ella se pronuncia por un Tribunal, la 
ley teme siempre la nosíbíli^ad del error, desconfía del juicio 
de aquel y somate la in^o'^f^^'on del proceso á ese otro térmi- 
no de la magjlstratura íurí^ína, v como tal depositario déla 
infabilidad, que aunque por fio^ion, necesariameate ha de su- 
ponerse en el ultimo gra^o de la escala de las instituciones 
todas, oara que sea detenidamente examinado. Esta inspec- 
ción no se encamina, ni debe, a estatuir una segunda instan- 
cia, no: si este principio le recusa el derecho como absurdo en 



30 Teoría de las Instituciones Juiiciadas, toino II pifiáis W ^ 
la 451- 

i í 
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las cuestiones de hecho, ei. las criminales, a adoptarlo no po* 
día en aquellas en que la verdad se interesa más que en tO' 
das. La inspección se reduce al examen de la procedencia ó 
improcedencia de la casación, aunque ésta no se entable, a de • 
purar si el Tribunal de calificación cometió algún vicio en la 
decisión, aunque éste no sea percibido ni aun por el mismo 
interesado. Su objeto es bien marcado y conocido: ninguna 
sentencia de muerte debe ser ejecutada sin que la ley se ase* 
gure de que el procedimiento no se ha cometido falta ni vicio 
alguno por ligero que sea, por imperceptible que parezca. Ella 
desconfía de todos, sin escepcion, en tales casos: ella conoce 
los iuflujos que pueden obrar para extraviar la opinión y has- 
ta ofuscar hasta á los mismos defensoras: ella racuerda en ta- 
les momentos la limitación humana v los errores que extra* 
viar purden su razón é interponiéndose entre el sentenciado 
y el Tribunal que le señala la pena dice a aquel: ^na morirás 
sin que yo me asegure que ese proceso está sin tacha, de que 
no queda tampoco otro puuiu por que pasar.\ Entonces, ella 
declara el recurso necesuj lu, luiprescindible, tanto que aun 
contra la voluntad del pcutiáu ha de reputarse interpuesto, 
que los derechos del hombre uo se extieuden á disponer de su 
existencia." 

¿Y qué más se puede decir para demostrar que ninguna 
sentencia de muerte puede ejecutarse sin que exista la con- 
vicción del reo y la del juez? ¿Y cómo asegurar que ha exis- 
tido esa convicción cuando jueces sólo de nombre, y sin querer 
escachar al acusado ni permitirle nada que uo sea el silencio, 
nada que no sea la sumisión á sus atentados sin nombre, con- 
siguen que parezca invulnerable la sentencia que pronuncian 
y en la cual se dispone de la vida de un hombre como se dis- 
pondría de cualquier cosa? 

La pena sólo se impone al culpable ¿lo es Francisco del 
Moiai? No lo sabemos; el proceso no merece este nombre, es 
el piOiiucto de la venganza, de la ambición de figuiar, del 
odio y de la intriga^ es el producto del abuso de autoridad en- 
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jgendrado por pasioDQB pegraa como la Qoncíencia^del malvado 
y como las sombras negras» 

Siu guia para llegar a conveDcernos de la culpabilidad 
del acusado, ¿como podrá decirse que merece la última, la irre 
parable pena? ¿Cómo podrá el Tribunal federal colocado tan 
alto sobre las miserables pasiones que hierven en el proceso 
que revisa negar el amparo al que no ha tenido sino hasta des^ 
pues de ser condonado armas para defenderse y medios para 
poner de relieve las injusticias de que ha sido victima? 

Mucho se dice que vale la opinión general y que édta 
condena a del Moral. Esto es cierto, ¿pero por qué lo condenat 
porque sin couocer el pú()Iico las defensas del acusado creyó 
en la calumuio>a requibitoria del Ministerio público y en la 
justificación } [atiricia de los jueces. 

A la Corte ¿Suprema toca pronunciar la última palabra 
en este tenebroso abunto y el defensor como lá sociedad espo: 
ra, que ella será la expresión de la justicia. 

No preocupará seguramente a tan alto Cuerpo la especie 
de que es vergonzoso para nuestro país el asesinato de Eymin, 
porque comprenderá que sería más vergonzo para México que 
la más bella y protectora de sus leyes sea impunemente ho*- 
Uada, precipitando ul sepulcro á un hombre indefenso. 

Por todo lo expuesto, el defensor pide al Primer Tribu- 
nal de la Nítcion como lo ha hecho al principio de este traba- 
jo declare: que la Justicia d§ la Union ajnpara y proteje á 
Francisco del Moral; solo así '*E1 derecho privado estará ba- 
jo la tutela del derecho público." 

México, Agosto 24 de 1886. 
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DOCUMENTO NUMERO 1. 

"C. de vAes. Octubre;^13 de 1884,— Sres Gral.^Miguel 
duiotana y Lie. Enrique Arroyo.— Presente. 
Muy Sefiores mios j amigos: 

Por la preseten me hago el favor de suplicar á vdes. se 
sirvan representarme en la cuestión de honor que me ha pro- 
movido el Sr. Lie. Franoisco Alfaro, según las explicaciones 
que verbali][iente les he hecho, en el concepto de que para la 
misma cuestión deberán entenderse con los señores Lies. A. 
Lombardo y Comí. N. Neyt.— Deho manifestar a vdes. que 
q^uedan amplia y suficientemente autorizados para arreglar 
este negocio como mejor les parezca y que pasaré por lo que 
vdes. hioieren.<— De vdes. afmo. amigo y atento y S, S.— T. 
Eguiluz. — Rúbrica." 



DOCÜMJBNTO NUMERO a, 

^i Un sellp^quQ^dice: Correi^hdencíft particular dd Qo' 
bernador del Disí¿rito Federal. — México, Oetubre^l de 1884. 
*«-Sr. D. Francispo del Moral.^ — ^Presente. — Cárcel NacionaL 
-^Estimado señor: En respuesta á49i:^ favorecida, íec^^^Zxlel 
quQ,fína, manifi^to á vd^ que siento mucho no ppdec conce^ 
derle personalmente la audiei^cia que Bolicita;^ peno sienta el 
Sr. Lie. Nicolás Islaa y Bustamante una>.perflona.qufi.mer«qe 
no sólo m\ confian^sai eánolit muy particular, del sefiáir >Pres^ 
dente, puede vd«' con entera oonfianWi oamuniearle 4él todp 
lo que quiera decirle, seguro de que sieippie se kbaxá^ki'dfi» 
bida ju6tieia.««-Soy de vd. aímo. y S^ ^r^OdarloM Jj^iwiSjnzBi%^ 
brica»"' 
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DOCUMENTO NUMERO 3. 

"En la Ciudad de México á catorce de Octubre de mil 
ochocieutos acheuta j cuatro, reunidos en la casa numero vüin- 
tiseis de la calle de Donceles los Sres. Manuel Lombardo; 
coronel Enrique A, Kinght, por parte del Sr. Lie. Francisco 
Alfaro y por parte del Sr. Lie. Tomás Eguiluz los Sres Mi- 
guel dumtana y Enrique Arroyo para tratar de la cuestión 
personal existente entre los mencionados Sres. Alfaro y Egui- 
luz, después de haber presentado por una y otra parte las 
respectivas credenciales, acreditando los poderes amplios con 
que estaban tacaltados, dijeron los íSreb. Liombardo y Kiíjglit 
lievaíido la voz el primero que: demandaban en toda forma 
al JSr. Tomás Eguiluz una satibfacoion cumplida y caballeío- 
sa por haber tomado el nombre del Lie. Alfaro, deíensor dti 
inculpado del Moral, aconsejándole consintiera un auto que 
lo dejaba sin prueba en el proceso que se le instruye en ave- 
riguación de la muerte de D. Pedro Eymin. Los mismos re 
presentantes del Lie. Alfaro manifestaron á los del ISr. Eguiluz 
que si este caballero se rehusa á dar la satisfacción debida 
librarla al azar de las armas la leparacion que pretende, ce- 
diéndole ai señor Eguiluz todos los privilegios que el Código 
acuerda al Sr. Alfaro como ofendido para que el combate se 
pueda veriticár. Advierten también los padrinos del ISr. 
Altaro que los hechos que reclaman del 8r^ Eguiluz los eje- 
cutó como juez 1^ de lo criminad.— Los testigos Uel iSr. Egui- 
luz por su parte en atención á que no son cieitos los hechos de 
que demanda satisfacción el Sr. Alíaro, los niegan^ — Los re- 
piesentantes del Sr. Alfaro replicaron que aunque tieneD 
pruebas xie convicción paca sostener la demanda dei br. Alfaro 
la exposición hecha por los iáres. Gral. Uuintana y Lie. Arro- 
yo les^ obliga á dar por terminada la cuebtion,T-Estos seño- 
res manifestaron tener la persuacion contraria y por ese mo- 
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tívo han negado los hechos.- -Con lo que concluyo estfi acta 
que se extendió por duplicado y firmaron todos á horas que 
son las seis de la tarde. — Manuel Lombardo^ rubrica. — B, 
Arroyo^ rubrica. — Enrique A. Z'í/io^A^/rúbrica. — M. Qt¿ín- 
iana^ rubrica." 



DOCUMENTO NUMERO 4. 

"Un sello que dice: Secretaría''de''Estado"y del Despacho 
de Justicia é instrucción pública. — México. — Sección 1"— Da- 
da cuenta con el ocurso de vd. fecha 27 del mes pp., el Presi- 
dente de la República se ha servido acordar diga á vd. en 
respuesta que el Juez según las prescripciones de la ley, tiene 
el carácter de Presidente de la audiencia ante el Jurado y por 
lo mismo a él debe vd. dirigirse para que determine lo con- 
cerniente sobre lo que vd. pretendo. — L. y C. México, Setiem- 
bre 1? de 1885. --P. A. D. C. S.sJ. N, García, O. M.— Rú- 
1>rica.^ — Al procesado Francisco del Moral. — Presente.'' 



La Suprema Corte negó el amparo solicitado. 
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